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ACTA Nº 37-12
Sesión celebrada el 29 de octubre de 2012
Acta de la sesión ordinaria treinta y siete de la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, celebrada en sus oficinas centrales, ubicadas en la Ciudad de San José, Costa Rica, a las dieciocho horas con veintinueve minutos  del veintinueve de octubre del dos mil doce.  
Miembros presentes: Dr. Gary Amador Badilla, Presidente, Licda. Rosibel Jara Velásquez, Secretaria; Lic. Álvaro Sánchez González, Prosecretario; M.Sc. Jorge Eduardo Villegas Rojas, Tesorero; Lic. Francisco Rodríguez Araya, Vocal I; M.Sc. María Cristina Gómez Fonseca, Vocal IV; Licda. Rocío Leiva Trejos, Fiscal. 
Miembros ausentes con justificación: Dra. Ligia Roxana Sánchez Boza, Vicepresidenta; Licda. Nazira Merayo Arias, Vocal II; M.Sc. Juan Carlos Brenes Vargas, Vocal III; M.Sc. Eduardo Calderón Odio, Vocal V.

Funcionarios Asistentes: Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, Sra. Annia Picado Mesén. Secretaria de Actas.
ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN. 
El Dr. Gary Amador Badilla, Presidente, comprobado el quórum de ley da inicio a la sesión ordinaria Nº 37-12, del 29 de octubre de 2012.
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA. 
El Dr. Gary Amador Badilla, somete a consideración de los señores Directores y Directoras la agenda de Presidencia, 1.-Comprobación de quórum e inicio de sesión,  2.-Aprobación de Agenda Presidencia, 3.- Lectura y Aprobación del acta 36-2012, del 22 de octubre de 2012; 4.- Correspondencia,  5.- Informe de Presidencia, 6.-Informe de Directores y Directoras,        7- Informe de la Comisión de Aranceles 8.- Informe de la Dirección Ejecutiva. 9- Informes Breves de Fiscalía.
SE ACUERDA 2012-37-001 Aprobar la agenda de Presidencia, presentada por el Dr. Gary Amador Badilla. Seis votos. 
ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACION DEL ACTA No. 36-12, DEL 22 DE OCTUBRE DEL 2012.
Revisada el acta 36-12 del 22 de octubre del 2012 por los señores Directores y Directoras y realizadas las observaciones pertinentes, proceden a aprobarla. 
SE ACUERDA 2012-37-002 Aprobar el acta 36-12 celebrada el 22 de octubre del 2012, con las observaciones realizadas por los señores Directores y Directoras. Seis votos. 
LOS DOCUMENTOS FORMAN PARTE DE LOS ATESTADOS DEL ACTA. 
ARTICULO 4)  CORRESPONDENCIA.

1. Nota TEI-008-2012, enviada por el Tribunal de Elecciones Internas, mediante la cual comunican acuerdo tomado en sesión 07-2012 del 23 de octubre del 2012, que textualmente señala lo siguiente: “2012-07-004: Solicitarle a la Junta Directiva del Colegio de Abogados, modificar el artículo 39 del Reglamento de Elecciones del Colegio de Abogados de Costa Rica, con el fin de eliminar la frase “el votante marcará su dedo índice con tinta” quedando incólume el resto del artículo.  Cuatro votos. ACUERDO FIRME”.

SE ACUERDA 2012-37-003 Avalar el acuerdo 2012-07-004, del Tribunal de Elecciones Internas por lo que se modifica el artículo 39 del Reglamento de Elecciones del Colegio de Abogados de Costa Rica, con el fin de eliminar la frase “el votante marcará su dedo índice con tinta” quedando incólume el resto del artículo. Lo anterior debido a que se está contribuyendo con el medio ambiente evitando los gastos que genera dicha práctica, además tomando en cuenta que en ocasiones genera molestia para los votantes. Aparte que el Tribunal Supremo de Elecciones también eliminó dicha práctica.    Seis votos. Responsable: Tribunal de Elecciones Internas.
2. Nota REIN-019-2012, suscrita por la Dirección Ejecutiva, mediante la cual indica que la Licda. Anamari Garro Vargas, carné 4511, solicita su reincorporación al Colegio de Abogados. Aporta los documentos de la suspensión voluntaria y la actualización de datos. Por lo que cumplido con los requisitos, se recomienda tramitar la reincorporación.
SE ACUERDA 2012-37-004  Aceptar la reincorporación de la Licda. Anamari Garro Vargas,carné 4511. A partir de la firmeza del presente acuerdo. Seis votos. Responsable: Interesada, Departamento de Contabilidad y Archivo Central.

3. El M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, presenta las siguientes notas de solicitud de incorporación extraordinaria: 
a) Oficio DAI-357-2012, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Cinthya Araya Ortega, graduada en la Universidad Latina de Costa Rica. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2012-37-005 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Cinthya Araya Ortega, graduada en la Universidad Latina de Costa Rica. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Seis votos. Responsable: Presidencia. Interesada, Departamento de Incorporaciones.
b) Oficio DAI-358-2012, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del Lic. Carlos Luis Calderón Barrios, graduado en la Universidad Florencio del Castillo. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2012-37-006 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Carlos Luis Calderón Barrios, graduado en la Universidad Florencio del Castillo. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Seis votos. Responsable: Presidencia. Interesado, Departamento de Incorporaciones.
c) Oficio DAI-359-2012, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del Lic. Giovanni Sancho Sanz, graduado en la Universidad de Costa Rica. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2012-37-007 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Giovanni Sancho Sanz, graduado en la Universidad de Costa Rica. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Seis votos. Responsable: Presidencia. Interesado, Departamento de Incorporaciones. 
ARTICULO 5)  INFORME DE PRESIDENCIA.  

5.1 El Dr. Gary Amador Badilla, presenta nota suscrita por el Sr. Fernando Ferraro Castro, Ministro de Justicia y Paz, Presidente Junta Administrativa del Registro Nacional, mediante la cual informa que en atención al acuerdo J554-2010 tomado por la Junta Administrativa del Registro Nacional en la Sesión Ordinaria No.48-2010 del día 25 de noviembre del 2010, comunica que el nombramiento de los actuales miembros del Colegio ante dicho Órgano Colegiado vencerá el día 30 de noviembre del año en curso. En tal sentido, a fin de proceder con la designación correspondiente que regirá para el período comprendido entre el 01 de diciembre del 2012 y el 30 de noviembre del 2014, conforme lo establece los artículos 3 y 4 de la ley de Creación del Registro Nacional (Ley No.5695 y sus reformas), solicita el envío de una nómina integrada por tres candidatos, mediante la cual se pueda elegir tanto al miembro titular como al miembro suplente de su representada. Dicha nómina deberá tomar en consideración los parámetros establecidos en La Ley de Promoción de la Igualdad Social de la Mujer, Ley N° 7142 de 08 de marzo de 1990.
SE ACUERDA 2012-37-008 Con base en la solicitud del Sr. Fernando Ferraro Castro, Ministro de Justicia y Paz, Presidente Junta Administrativa del Registro Nacional, se presenta la siguiente terma para la elección de los representantes del Colegio de Abogados y Abogadas ante la Junta Administrativa del Registro Nacional para el periodo comprendido entre el 01 de diciembre del 2012 y el 30 de noviembre del 2014: 1. Lic. Marco Antonio Jiménez Carmiol, 2. Licda. Laura Mora Camacho y 3. La Licda. María Vanessa Quesada Córdoba. Seis votos. Responsable: Secretaría-Comunicar. 
Al ser las dieciocho horas con cincuenta y seis minutos ingresa la Licda. Rosibel Jara Velásquez. 
5.2 El Dr. Gary Amador Badilla, informa que se recibió nota FCPR-116-OCT-2012 enviada por la Licda. Arlenne Madrigal Guevara, Presidente, Federación de Colegios Profesionales Universitarios, por medio de la cual informa que se está reactivando la integración de la Asamblea de trabajadores y Trabajadoras del Banco Popular, por cuanto la Sala Constitucional resolvió los recursos que detuvieron el proceso en el 2010.  En razón de lo anterior solicitan el nombramiento de un representante por parte del Colegio. 
Al respecto el señor Presidente, propone designar al Lic. Juan Luis León Blanco.
SE ACUERDA 2012-37-009 Con base en la nota FCPR-116-OCT-2012 enviada por la Licda. Arlenne Madrigal Guevara, Presidente, Federación de Colegios Profesionales Universitarios, se nombra al Lic. Juan Luis León Blanco, como representante del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, ante la Asamblea de Trabajadores y Trabajadoras del Banco Popular. Siete votos. Responsable: Secretaría-Comunicar. 
5.3 El Dr. Gary Amador Badilla, manifiesta que con base en la Alianza Comercial suscrita entre American Data y el Colegio de Abogados, este Colegio cuenta con el beneficio de que la empresa American Data sea su proveedor de servicios de Internet, contando con una velocidad de conexión simétrica de 9 Mbps. Actualmente se cuenta con velocidad de 6 Mbps provisto por el único oferente hasta hace poco tiempo (Instituto Costarricense de  Electricidad). Por los 3 Mbps adicionales el Colegio solo tendría que pagar 15 dólares adicionales por mes sobre el monto que se está pagando actualmente. Esto permitiría un servicio más ágil, a las personas agremiadas a la hora de utilizar sus equipos de cómputo en el Colegio. También para facilitar las diferentes actividades académicas y en las aulas; además habrá mayor velocidad para recibir correos electrónicos. En cuanto a los funcionarios y funcionarías tendrían más agilidad en sus labores diarias.
SE ACUERDA 2012-37-010 a) Cancelar el servicio actual de Internet, que ofrece el Instituto Costarricense de Electricidad, que es de 6 Mbps, por cuanto la empresa American Data nos ofrece, en el marco de la Alianza Comercial suscrita entre ambas instituciones, un servicio de Internet con una velocidad de conexión 9Mbgs, por un precio de $15 adicionales por mes sobre la tarifa que se está pagando actualmente. Lo anterior con la finalidad de ofrecer un mejor servicio a los agremiados (as) y mayor agilidad en las labores diarias del Colegio. b) Autorizar la contratación del servicio de Internet a la empresa American Data. Siete votos. Responsable: Departamento de Tecnología. Dirección de Finanzas y Presupuesto. 
5.4 El Dr. Gary Amador Badilla, indica que se  recibió oferta por parte de PROMERICA, donde consideran varios aspectos relacionados con cargo automático por tarjeta, en cuanto al servicio, el tiempo de respuesta, y los costos de comisiones que resultan más bajos con respecto a los que actualmente se pagan a otras entidades bancarias y que fueron valoradas por la Unidad de Gestión de Cobro del Departamento de Contabilidad, además de que cuentan con una capacidad de infraestructura igual o superior a la que actualmente nos brindan otros bancos. Por lo anterior, somete a consideración la firma de un contratado con dicho banco. 
SE ACUERDA 2012-37-011 Autorizar al Presidente del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, a suscribir el Contrato de Afiliación al Sistema de Tarjetas de Banco PROMERICA de Costa Rica Sociedad Anónima, con el fin de suscribir la afiliación a sistema de tarjetas de Banco PROMERICA, mediante dispositivos físicos o virtuales provistos por el mismo. Dicha afiliación corresponde a cualquier otra marca que actualmente o en el futuro Banca PROMERICA de Costa Rica SA, procese. Lo anterior por cuanto Banco PROMERICA ofrece mejores ventajas en cuanto a servicios y comisiones de cobro al Colegio de Abogados y Abogadas. Siete votos. Responsable: Departamento Legal. Dirección de Finanzas y Presupuesto. 
5.5 El Dr. Gary Amador Badilla, informa que el Ministerio de Obras Públicas,  se quedó sin recursos para la capacitación de los inspectores de tránsito, por lo tanto el Colegio de Abogados y Abogados se puso a su disposición para ofrecerles capacitarlos.  
5.6 El Dr. Gary Amador Badilla, comenta que en el día de hoy se recibió el resultado la medición de la huella de carbono para determinar que impacto está teniendo el Colegio en el medio ambiente. Añade que el informe lo brindará la próxima sesión la Licda. Rocío Leiva Trejos, a quien agradece el esfuerzo y las gestiones realizadas. 

ARTICULO 6)  INFORME DE DIRECTORES Y DIRECTORAS. 

6.1 La Licda. Rocío Leiva Trejos, informa que el martes 06 de noviembre 2012, a las 6:00 p.m., se llevará a cabo la inauguración de la Filial del Oeste. En dicha inauguración se impartirá una charla gratuita a cargo del Presidente de la Filial el Lic. Eduardo Rojas,  relacionado con el Nuevo Código Procesal Civil. En razón de lo anterior, solicita autorización para un ágape para 25 personas. 

SE ACUERDA 2012-37-012 Con motivo de la inauguración de la Filial del Oeste, se autoriza un ágape para 25 personas que se ofrecerá a los agremiados y agremiadas que asistan al evento y  a su vez a la capacitación gratuita que brindará el Presidente de la Filial el Lic. Eduardo Rojas,  relacionada con el Nuevo Código Procesal Civil. Siete votos. Responsable: Dirección de Finanzas y Presupuesto. Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa. Filial del Oeste.

6.2 El Lic. Álvaro Sánchez González, reitera que el jueves 01 de noviembre, a las 5:00 pm., se llevará a cabo el homenaje a la Dra. Elizabeth Odio Benito, en el Auditorio Eduardo Ortiz Ortiz. 
6.2.1 El Lic. Álvaro Sánchez González, informa que en representación del Colegio, participó en una actividad de la Unión Nacional de Gobiernos Locales.
6.2.2 El Lic. Álvaro Sánchez González, comenta que la Dra. Roxana Salazar Cambronero, agremiada propuesta por el Colegio, fue electa en la Federación de Colegios Profesionales, como miembro suplente ante SETENA. 
6.2.3 El Lic. Álvaro Sánchez González, comunica que el jueves 1 de noviembre de 2012, de 3:30-4:30 p.m.  se re unirán con funcionarios del Alto Comisionado para las Naciones Unidas, quienes se encuentran interesados en reunirse con La Junta Directiva, la Comisión de Derecho Internacional del Colegio y la Comisión Costarricense de Derecho Internacional Humanitario de la Cancillería General de la República.  Además los personeros de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para Derechos Humanos son el Sr. Franceso Notti, Representante Regional Adjunto del Alto Comisionado de Naciones Unidas para Derechos Humanos (ACNUDH) y Cristian Courtis, Experto del ACNUDH sobre el Protocolo Facultativo al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PF-PIDESC). Por lo anterior, solicita un ágape para 75 personas. Después se realizará el homenaje a la Dra. Elizabeth Benito Odio.  
SE ACUERDA 2012-37-013 Con motivo de la reunión con personeros de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para Derechos Humanos son los señores Franceso Notti, Representante Regional Adjunto del Alto Comisionado de Naciones Unidas para Derechos Humanos (ACNUDH) y Cristian Courtis, Experto del ACNUDH sobre el Protocolo Facultativo al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PF-PIDESC), organizada para el jueves 1 de noviembre de 2012, de 3:30 a.m. a 4:30 p.m, y el homenaje a la Dra. Elizabeth Benito Odio, se autoriza un ágape para ofrecer a los participantes de la actividad.  Siete votos. Responsable: Dirección de Finanzas y Presupuesto. 
6.2.4 El Lic. Álvaro Sánchez González, informa que se llevó la Asamblea para la elección de Junta Directiva de la Filial de Heredia. 

ARTICULO 7)  INFORMES DE LA COMISIÓN DE ARANCELES. 

7.1  consulta de honorarios presentada por el Lic. Rolando Brenes Vindas. Expediente: 21-2012. I.- El Lic. Brenes solicita aclaración del pronunciamiento acogido por la Junta Directiva en relación con los honorarios correspondientes a la fianza real contemplada en el artículo 1329 del Código Civil, en relación con los artículos 87 y 70 Del Arancel vigente. Explica el Lic. Brenes la aclaración en los siguientes términos:“Se ha indicado, en la consulta referente a la fianza real, que devengará el 25% de la tarifa General, tal como lo señala el artículo 87 del Arancel, sin embargo se menciona el artículo 70 en vez del artículo 74. Si se aplicara el 25% de lo dispuesto en el artículo 70 ídem, los honorarios serían de doce mil quinientos colones. Dentro de las consideraciones se indica que no debe cobrarse el mínimo establecido en el artículo 70, criterio no incluido en el “por tanto” de la recomendación, ¿debe entenderse que ese criterio debe relacionarse con el monto con el monto de los doce mil quinientos? Es decir, ¿la referencia  al 25% de lo normado por el artículo 70 es más bien correcta? (por ser doce mil quinientos colones inferior al mínimo de los cincuenta mil colones)  Sin embargo, la duda se mantiene porque se utilizó la frase “tarifa general” que es propia del 74 y no del 70.”  I.- Respuesta: En efecto, se trata de un error numérico en el POR TANTO, ya que esta Comisión se basó en la tarifa general del artículo 74, cuando en los considerandos declaró: “El artículo 1329 del Código Civil asimila el consentimiento para garantizar obligación  de tercero, como verdadera fianza y si a eso agregamos que el Arancel, trata expresamente los honorarios los honorarios de la fianza o aval, cuando es complemento de la operación de préstamo con garantía hipotecaria, se tendría que aplicar el honorario del 25% de la tarifa general, sin que pueda aplicarse el honorario mínimo del artículo 70.”De esa manera en el ejemplo que incluyó la Comisión de una hipoteca de treinta millones de colones, cuyos honorarios de notario serían C 187.500,00, por el consentimiento que presta el propietario registral tendría que complementarse con el 25% por ciento, es decir C 46.875,00 según el artículo 74 y no doce mil quinientos colones, del artículo 70. Por ser procedente, la solicitud del Lic Brenes, debe aclararse la respuesta dada a la primera parte de la consulta del Lic. Brenes así: “En el primer planteamiento del Lic. Brenes, esta Comisión tomó en cuenta que al existir en el Código Civil una definición concreta y específica, que asimila el consentimiento de la situación prevista por el artículo 1329, a una verdadera fianza. Si a eso agregamos que al disponer el art. 87 del actual Arancel, que la fianza cuando es complemento de otra operación, devenga un honorario profesional de un 25%  de la tarifa del artículo 74, consideró que había fundamento legal para su aplicación en el caso concreto.“  POR TANTO Esta Comisión recomienda a la Junta Directiva sustituir el artículo 70, por el 74 de manera que la frase correcta al final del párrafo A, quede así: “… el 25% de los honorarios de la Tarifa General del Artículo 74 ibídem.”. Pase esta aclaración a conocimiento de la Junta Directiva, para lo de su cargo.
SE ACUERDA 2012-37-014 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta realizada por el Lic. Rolando Brenes Vindas. Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: I.- Respuesta: En efecto, se trata de un error numérico en el POR TANTO, ya que esta Comisión se basó en la tarifa general del artículo 74, cuando en los considerandos declaró: “El artículo 1329 del Código Civil asimila el consentimiento para garantizar obligación  de tercero, como verdadera fianza y si a eso agregamos que el Arancel, trata expresamente los honorarios los honorarios de la fianza o aval, cuando es complemento de la operación de préstamo con garantía hipotecaria, se tendría que aplicar el honorario del 25% de la tarifa general, sin que pueda aplicarse el honorario mínimo del artículo 70.”De esa manera en el ejemplo que incluyó la Comisión de una hipoteca de treinta millones de colones, cuyos honorarios de notario serían ¢187.500,00, por el consentimiento que presta el propietario registral tendría que complementarse con el 25% por ciento, es decir           ¢46.875,00 según el artículo 74 y no doce mil quinientos colones, del artículo 70. Por ser procedente, la solicitud del Lic Brenes, debe aclararse la respuesta dada a la primera parte de la consulta del Lic. Brenes así: “En el primer planteamiento del Lic. Brenes, esta Comisión tomó en cuenta que al existir en el Código Civil una definición concreta y específica, que asimila el consentimiento de la situación prevista por el artículo 1329, a una verdadera fianza. Si a eso agregamos que al disponer el art. 87 del actual Arancel, que la fianza cuando es complemento de otra operación, devenga un honorario profesional de un 25%  de la tarifa del artículo 74, consideró que había fundamento legal para su aplicación en el caso concreto.“  POR TANTO Sustituir el artículo 70, por el 74 de manera que la frase correcta al final del párrafo A, quede así: “… el 25% de los honorarios de la Tarifa General del Artículo 74 ibídem.” Seis votos. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
7.2 Consulta de honorarios presentada por el señor William David Rodríguez Villegas, contra la Licda. Flory Yali de la Peña Rojas y la Licda. Kathya de la Peñas Rojas.  Expediente: 39-2012. ASUNTO: Honorarios por Proceso Sucesorio. Redacta: Lic. Vilma B. Mesén M. RESULTANDO: 1.- Conoce esta Comisión de la consulta, incoada por el señor Willian David Rodríguez Villegas,  solicitando se emita criterio en relación con los honorarios que le corresponde a la Licenciada Flory Yali de la Peña Rojas, por proceso sucesorio de sus padres, tramitado en vía notarial, cuyo haber sucesorio fue valorado en la suma de dos millones de colones, y el bien sucesorio ya fue adjudicado a los herederos. 2.- Solicita se le indique cuánto es el monto de honorarios que le corresponden a dicho profesional. 3.- La consulta planteada, aunque indica que es la sucesión de sus padres, las mismas se tramitaron como dos procesos sucesorios independientes y se tramitaron en forma conjunta por dos notarias, Katthia y Yalile de la Peña Rojas. 4.  Oportunamente se confirió audiencia a las partes.  5.- Resuelve ésta Comisión aplicando las disposiciones que contiene el Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado que es Decreto Ejecutivo Número 32493-J, publicado en La Gaceta número 150 de 05 de agosto de 2005, en adelante y para efectos de este documento denominado únicamente como el Arancel; así como en lo conducente las disposiciones sobre la materia de honorarios contenidas en la Ley Orgánica del Colegio de Abogados número 13 de 28 de octubre de 1941, en adelante y para los mismos efectos Ley Orgánica.  CONSIDERANDO: 1.- Que el artículo 10 del Arancel establece la competencia de ésta comisión al referir ¨Artículo 10. Casos no previstos y Controversias.  Corresponde a la Comisión de Aranceles conocer y resolver sobre los casos no previstos en el presente Arancel, o cuando surjan dudas o controversias en cuanto a la interpretación de este Arancel. La Comisión de Aranceles informará a la Junta Directiva su recomendación acerca de tales casos, dudas o controversias para que ésta decida en el ejercicio de su competencia. Toda resolución de la Junta Directiva en relación con los casos provenientes de la Comisión de Aranceles, sólo tendrá recurso de revocatoria ante la propia Junta Directiva, dentro de los tres días hábiles siguientes a la fecha en que se notifique a los interesados, con las salvedades de Ley en cuanto a las notificaciones vía fax. El pronunciamiento definitivo que dicte la Junta Directiva será de acatamiento obligatorio; teniendo por entendido que los honorarios mínimos no podrán ser inferiores a ciento cincuenta mil colones 3.- Que el Arancel establece claramente, en el artículo 23, que los honorarios en procesos sucesorios en sede jurisdiccional o notarial, corresponden al 50 % de la tabla general, calculados sobre la totalidad de los bienes y derechos inventariados.  2.- Que en el presente caso, cada uno de los procesos sucesorios fue estimado en la suma de dos millones de colones y en ése mismo monto fueron adjudicados los bienes en dos instrumentos públicos diferentes.  POR TANTO: De acuerdo con las normas citadas y lo expuesto por la  consultante, se remite a lo que disponen los artículos 18, 23 y 70 del Arancel del Decreto Ejecutivo No. Decreto Ejecutivo Número 32493-J,- referido a los honorarios profesionales por procesos sucesorios, de conformidad con el avalúo de los bienes, se fijan los honorarios profesionales en la suma de doscientos mil colones por cada proceso sucesorio, por lo que por los dos procesos sucesorios tramitados corresponde la suma de cuatrocientos mil colones.  Por el otorgamiento de la escritura de adjudicación de los bienes sucesorios, corresponde la suma de cuarenta mil colones por casa protocolización, consecuentemente por ambas protocolizaciones corresponde la suma de ochenta mil colones.  Correspondiendo a las notarias cartulantes la suma total de cuatrocientos ochenta mil colones, por la tramitación y adjudicación de dos procesos sucesorios. Se aclara que estas sumas corresponden exclusivamente a honorarios, por así solicitarlo el consultante.  En razón de lo expuesto y en los términos indicados, damos por contestado la consulta planteada por el señor Willian David Rodríguez Villegas.
SE ACUERDA 2012-37-015 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta realizada por el señor William David Rodríguez Villegas. Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: CONSIDERANDO: 1.- Que el artículo 10 del Arancel establece la competencia de ésta comisión al referir ¨Artículo 10. Casos no previstos y Controversias.  Corresponde a la Comisión de Aranceles conocer y resolver sobre los casos no previstos en el presente Arancel, o cuando surjan dudas o controversias en cuanto a la interpretación de este Arancel. La Comisión de Aranceles informará a la Junta Directiva su recomendación acerca de tales casos, dudas o controversias para que ésta decida en el ejercicio de su competencia. Toda resolución de la Junta Directiva en relación con los casos provenientes de la Comisión de Aranceles, sólo tendrá recurso de revocatoria ante la propia Junta Directiva, dentro de los tres días hábiles siguientes a la fecha en que se notifique a los interesados, con las salvedades de Ley en cuanto a las notificaciones vía fax. El pronunciamiento definitivo que dicte la Junta Directiva será de acatamiento obligatorio; teniendo por entendido que los honorarios mínimos no podrán ser inferiores a ciento cincuenta mil colones 3.- Que el Arancel establece claramente, en el artículo 23, que los honorarios en procesos sucesorios en sede jurisdiccional o notarial, corresponden al 50 % de la tabla general, calculados sobre la totalidad de los bienes y derechos inventariados.  2.- Que en el presente caso, cada uno de los procesos sucesorios fue estimado en la suma de dos millones de colones y en ése mismo monto fueron adjudicados los bienes en dos instrumentos públicos diferentes.  POR TANTO: De acuerdo con las normas citadas y lo expuesto por la  consultante, se remite a lo que disponen los artículos 18, 23 y 70 del Arancel del Decreto Ejecutivo No. Decreto Ejecutivo Número 32493-J,- referido a los honorarios profesionales por procesos sucesorios, de conformidad con el avalúo de los bienes, se fijan los honorarios profesionales en la suma de doscientos mil colones por cada proceso sucesorio, por lo que por los dos procesos sucesorios tramitados corresponde la suma de cuatrocientos mil colones.  Por el otorgamiento de la escritura de adjudicación de los bienes sucesorios, corresponde la suma de cuarenta mil colones por casa protocolización, consecuentemente por ambas protocolizaciones corresponde la suma de ochenta mil colones.  Correspondiendo a las notarias cartulantes la suma total de cuatrocientos ochenta mil colones, por la tramitación y adjudicación de dos procesos sucesorios. Se aclara que estas sumas corresponden exclusivamente a honorarios, por así solicitarlo el consultante.  En razón de lo expuesto y en los términos indicados, damos por contestado la consulta planteada por el señor Willian David Rodríguez Villegas. Seis votos. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 

7.3 Consulta de honorarios presentada por la Licda. Lorena Villalobos. Expediente: 34-2012. ASUNTO: Interpretación del artículo 48, 70, 74 y 94 del Arancel. Redacta: Lic. Jorge Luis Tapia M. RESULTANDO: La Licda. Lorena Villalobos consulta cuál es la interpretación correcta de los artículos 48, 70, 74 y 94 del Arancel, respecto a un divorcio por mutuo acuerdo en caso de no existir gananciales. CONSIDERANDO: 1. –  Que el Arancel vigente establece en el “Artículo 48. Separación judicial o divorcio por mutuo acuerdo: En procesos de separación judicial o de divorcio por mutuo acuerdo, independientemente de los honorarios notariales por el respectivo convenio, conforme lo establece el artículo 70, los honorarios mínimos serán de ciento cincuenta mil colones por el proceso judicial correspondiente y el trámite de inscripción de la ejecutoria de la sentencia en el Registro Civil y otros registros si procediere.  La forma de pago será con la presentación.   El pago de los honorarios se cancelará el cincuenta por ciento (50%) con la presentación de la homologación y el otro cincuenta por ciento (50) con la comprobación de la inscripción de la ejecutoria en los registros correspondientes.”  2.- Por su parte el artículo 74 preceptúa lo siguiente: “Artículo 74. Tarifa General. Para las labores notariales: Por los actos jurídicos o contratos que autorice el Notario (a), devengará honorarios de acuerdo a su cuantía, valor real o estimación total, con el mínimo de cincuenta mil colones, según la tarifa que se indica a continuación, sin perjuicio de otras que se fijaren en el presente Arancel. a) Hasta diez millones de colones, el dos por ciento (2%).  b) Sobre el exceso de diez millones y hasta quince millones, el uno punto cinco por ciento (1.5%). c) Sobre el exceso de quince millones y hasta treinta millones, el uno punto veinticinco por ciento (1.25%). d) Sobre el exceso de treinta millones, el uno por ciento (1%). 3.- Posteriormente el artículo 94, en lo que interesa, dispone lo siguiente: “Artículo 94.- Capitulaciones matrimoniales, patrimonio familiar, matrimonio civil, convenios de separación judicial o de divorcio por mutuo consentimiento… El convenio de separación judicial o de divorcio por mutuo consentimiento, sin que medien gananciales, devengará honorarios mínimos de cien mil colones…” 4.- De la relación de los anteriores artículos, esta Comisión concluye que la referencia que el artículo 48 hace del artículo 70n para definir los honorarios notariales por el convenio de divorcio separación, en realidad es innecesaria, pues lo cierto es que el artículo 94 se encarga de hacer una referencia específica al tema, y, por razones de hermenéutica legal la ley especial prevalece sobre la general. POR TANTO: Se evacua la consulta en el sentido de que los honorarios por los convenios de divorcio o separación judicial, se rigen por lo dispuesto en el artículo 94 del Arancel.
SE ACUERDA 2012-37-016 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta realizada por la Licda. Lorena Villalobos. Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: CONSIDERANDO: 1. –Que el Arancel vigente establece en el “Artículo 48. Separación judicial o divorcio por mutuo acuerdo: En procesos de separación judicial o de divorcio por mutuo acuerdo, independientemente de los honorarios notariales por el respectivo convenio, conforme lo establece el artículo 70, los honorarios mínimos serán de ciento cincuenta mil colones por el proceso judicial correspondiente y el trámite de inscripción de la ejecutoria de la sentencia en el Registro Civil y otros registros si procediere.  La forma de pago será con la presentación.   El pago de los honorarios se cancelará el cincuenta por ciento (50%) con la presentación de la homologación y el otro cincuenta por ciento (50) con la comprobación de la inscripción de la ejecutoria en los registros correspondientes.”  2.- Por su parte el artículo 74 preceptúa lo siguiente: “Artículo 74. Tarifa General. Para las labores notariales: Por los actos jurídicos o contratos que autorice el Notario (a), devengará honorarios de acuerdo a su cuantía, valor real o estimación total, con el mínimo de cincuenta mil colones, según la tarifa que se indica a continuación, sin perjuicio de otras que se fijaren en el presente Arancel. a) Hasta diez millones de colones, el dos por ciento (2%).  b) Sobre el exceso de diez millones y hasta quince millones, el uno punto cinco por ciento (1.5%). c) Sobre el exceso de quince millones y hasta treinta millones, el uno punto veinticinco por ciento (1.25%). d) Sobre el exceso de treinta millones, el uno por ciento (1%). 3.- Posteriormente el artículo 94, en lo que interesa, dispone lo siguiente: “Artículo 94.- Capitulaciones matrimoniales, patrimonio familiar, matrimonio civil, convenios de separación judicial o de divorcio por mutuo consentimiento… El convenio de separación judicial o de divorcio por mutuo consentimiento, sin que medien gananciales, devengará honorarios mínimos de cien mil colones…” 4.- De la relación de los anteriores artículos, esta Comisión concluye que la referencia que el artículo 48 hace del artículo 70n para definir los honorarios notariales por el convenio de divorcio separación, en realidad es innecesaria, pues lo cierto es que el artículo 94 se encarga de hacer una referencia específica al tema, y, por razones de hermenéutica legal la ley especial prevalece sobre la general. POR TANTO: Se evacua la consulta en el sentido de que los honorarios por los convenios de divorcio o separación judicial, se rigen por lo dispuesto en el artículo 94 del Arancel. Seis votos. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
7.4 Consulta de honorarios presentada por la Licda. Maricela Quesada Esquivel.  Expediente: 48-2012. Redactor: Lic. Jorge Luis Tapia Molina. RESULTANDO: 1.- Que la Licda. Marisela Quesada Esquivel manifiesta que labora como Directora Jurídica de la Municipalidad de Flores con base en un sueldo mensual y que sus funciones son las de asesorar a las Áreas de la Administración Tributaria y confeccionar  las resoluciones atinentes, entre otras muchas. Agrega que la Alcaldía Municipal le ha solicitado que dentro de sus funciones  asuma el cobro judicial dado que la institución no cuenta con  abogados externos contratados para esos efectos. Al respecto, la Municipalidad pretende que los ingresos por honorarios de los procesos monitorios que se interpongan, ingresen a una cuenta de la Municipalidad, sin que la consultante pueda percibir monto alguno por dicho concepto. En conclusión solicita se le indique si la pretensión de la  Municipalidad es viable jurídicamente. 2.- Que se dio audiencia a la Municipalidad de Flores y el  Lic. Gerardo Rojas Barrantes – Alcalde Municipal- mediante Oficio AMF-CE-404-2012 de fecha 03 de julio del 2012, manifiesta que el Manual de Puestos de dicho Municipio señala lo siguiente: “(…) Brindar soporte jurídico a todos los departamentos de la estructura administrativa municipal, así como en cualquier contención que surgiera con ocasión del ejercicio de sus deberes y atribuciones; evacuar consultas verbales y escritas formuladas por particulares y funcionarios de esta Municipalidad sobre temas relacionados con el Derecho Constitucional, Derecho Administrativo, Derecho Municipal, Derecho Tributario y otros que tengan relación con la actividad propia de la Administración Tributaria Municipal, emitiendo los pronunciamientos jurídicos que correspondan; asesorar, revisar y/o preparar resoluciones administrativas que tengan relación con la materia Tributaria Municipal; coordinar con el Departamento de Cobros el cobro judicial, la confección de resoluciones de Arreglos de Pagos y Rebajos de Cuenta, previo estudio legal del caso; preparar los proyectos de consultas ante la Procuraduría General de la República y la Contraloría General de la República, de conformidad con los requisitos que establecen sus leyes orgánicas; asesorar al Consejo Municipal de Flores y a los funcionarios que dependen de dicho órgano cuando así sea requerido, brindando Asesoría verbal o escrita según corresponda, capacitar en materia jurídica a los servidores de este Municipio: asesorar en forma directa a la Alcaldía Municipal cuando ésta lo requiera en forma escrita o verbal; preparar informes a nombre de la Alcaldía Municipal de Flores, requeridos por la Sala Constitucional a la interposición de Recursos de Amparo y Acciones de Inconstitucionalidad, redactar, informes a nombre de la Alcaldía Municipal sobre quejas o denuncias tramitadas por la Defensoría de los Habitantes y en relación con el cumplimiento y seguimientos de sus recomendaciones; preparar los informes a nombre de la Alcaldía Municipal requeridos por la Contraloría General de la República, así como solicitar al ente Contralor autorizaciones especiales en materia de Contratación Administrativa; preparar los proyectos de resolución, a nombre de la jerarca municipal relacionados con las gestiones incidentales y recursos de revocatoria, apelación, y revisión presentado por los particulares, por la aplicación de la materia recursiva dispuesta en el Código Municipal: preparar los proyectos de demanda o contestaciones de demandas en donde esté como parte involucrada la  Municipalidad de Flores, tales como acciones reinvindicatorias, procesos contenciosos administrativos, procesos de índole penal, procesos laborales entre otros;  llevar a cabo los procedimientos Ordinarios administrativos de la Ley General de la Administración Pública (308 y ss), en el caso de ser nombrada como órgano director, sea para la materia disciplinaria o otras que designe la ley; preparar los proyectos de resolución, a nombre de los funcionarios encargados de los departamentos de la estructura municipal relacionados con las gestiones incidentales y los recursos de revocatoria, apelación, y revisión presentadas por los particulares, contra los actos que emanan de sus dependencias; Asesorar en materia de Contratación Administrativa; según el Reglamento de Refrendo de la Contraloría General de la República, refrendar las contrataciones que dependiendo del límite económico así se requiera; revisar y elaborar proyectos de convenios y contratos entre la Municipalidad y otras instituciones públicas y privadas; preparar resoluciones a los reclamos administrativos interpuestos contra el Municipio por daños y perjuicios o solicitudes de agotamiento de la vía administrativo: Brindar opinión jurídica en relaciones con los proyectos de ley que remite la Asamblea Legislativa a consideración del Municipio y que mantienen relación  con la gestión municipal y dinamizan la gestión local de acuerdo a la realidad imperante; revisar la conformidad de los textos normativos vigentes en materia municipal con la política municipal y las normas de rango superior, proponiendo las reformas necesarias para su debida adecuación”. CONSIDERANDO: Que analizando la parte transcrita del Manual de Puestos de la Municipalidad de Flores, esta Comisión observa que no menciona que a la Dirección Jurídica le corresponda asumir y tramitar los cobros judiciales, sino, únicamente preparar proyectos de demanda y contestación, así como coordinar el cobro judicial. No se encuentran dentro de esas funciones las de autenticar los escritos, ni las de iniciar los procesos presentando las demandas respectivas, ni las de atenderlos en todos sus trámites, incidencias es instancias, ni las de concurrir a las recepciones de pruebas, revisar o controlar los expedientes, así como todas las demás labores propias de la dirección profesional de un asunto judicial. En consecuencia, siendo así, esta Comisión considera que de acuerdo con el Manuel referido, a la consultante no le corresponde llevar el cobro judicial d ela Municipalidad. POR TANTO: De conformidad  con el  Manual de Puestos aportado por el señor  Alcalde, esta Comisión evacua la consulta formulada en el sentido de que a la Dirección Jurídica  no le corresponde asumir el cobro judicial de la Municipalidad de Flores.

SE ACUERDA 2012-37-017 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta realizada por la Licda. Maricela Quesada Esquivel. Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: CONSIDERANDO: Que analizando la parte transcrita del Manual de Puestos de la Municipalidad de Flores, esta Comisión observa que no menciona que a la Dirección Jurídica le corresponda asumir y tramitar los cobros judiciales, sino, únicamente preparar proyectos de demanda y contestación, así como coordinar el cobro judicial. No se encuentran dentro de esas funciones las de autenticar los escritos, ni las de iniciar los procesos presentando las demandas respectivas, ni las de atenderlos en todos sus trámites, incidencias es instancias, ni las de concurrir a las recepciones de pruebas, revisar o controlar los expedientes, así como todas las demás labores propias de la dirección profesional de un asunto judicial. En consecuencia, siendo así, esta Comisión considera que de acuerdo con el Manuel referido, a la consultante no le corresponde llevar el cobro judicial d ela Municipalidad. POR TANTO: De conformidad  con el  Manual de Puestos aportado por el señor  Alcalde, se evacua la consulta formulada en el sentido de que a la Dirección Jurídica  no le corresponde asumir el cobro judicial de la Municipalidad de Flores. Seis votos. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
7.5 Consulta de honorarios presentada por el Lic. Eduardo Umaña Mora Expediente: 54-2012 Materia: Tránsito (Recurso de apelación). Redactor: Lic. Jorge Luis Tapia Molina. RESULTANDO. Que el Lic. Eduardo Umaña Mora   solicita se le indique el artículo  del Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado,  que debe aplicarse por la redacción y/o contestación de un Recurso de Apelación dentro de un Proceso de Tránsito y si existe alguna diferencia a la hora de realizar el cálculo, sujeto al hecho que haya sido contratado para dirigir todo el Proceso de Tránsito o solo haya sido contratado para contestar o formular el mencionado recurso de apelación. CONSIDERANDO: 1.- Que si entre el abogado y el cliente no existe el convenio a que se refiere el artículo 5 del arancel, el punto, en el caso de la consulta, está regulado en el artículo 37, que literalmente dispone: “Tránsito, falta y contravenciones”: “En los procesos por infracciones a las leyes de tránsito y en los procesos por faltas y contravenciones, en que se llegare a celebrar juicio oral, los honorarios mínimos serán de ciento cincuenta mil colones; pero si la causa concluye antes del juicio oral por cualquier motivo, los honorarios mínimos serán de cien mil colones. 2. En caso de que el profesional hubiere sido contratado en los términos del artículo anterior, a él corresponderá, como parte de sus honorarios, la atención de cualquier apelación. Sin embargo, si el abogado solo fuere contratado para atender un recurso de apelación, los honorarios debe acordarlos con su cliente, pues no hay norma expresa que establezca un monto por esa labor. En atención a lo anterior, el abogado puede recurrir al cobro por horas profesionales, según lo establecido en el artículo 7 ibídem. POR TANTO: Se evacua la consulta en el sentido de que si un profesional es contratado solamente para atender una apelación en un proceso de tránsito, los honorarios debe convenirlos con su cliente, pudiendo aplicar para esos efectos, el cobro por horas profesionales, según el artículo 7 del Arancel.
SE ACUERDA 2012-37-018 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta realizada por el Lic. Eduardo Umaña Mora. Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: CONSIDERANDO: 1.- Que si entre el abogado y el cliente no existe el convenio a que se refiere el artículo 5 del arancel, el punto, en el caso de la consulta, está regulado en el artículo 37, que literalmente dispone: “Tránsito, falta y contravenciones”: “En los procesos por infracciones a las leyes de tránsito y en los procesos por faltas y contravenciones, en que se llegare a celebrar juicio oral, los honorarios mínimos serán de ciento cincuenta mil colones; pero si la causa concluye antes del juicio oral por cualquier motivo, los honorarios mínimos serán de cien mil colones. 2. En caso de que el profesional hubiere sido contratado en los términos del artículo anterior, a él corresponderá, como parte de sus honorarios, la atención de cualquier apelación. Sin embargo, si el abogado solo fuere contratado para atender un recurso de apelación, los honorarios debe acordarlos con su cliente, pues no hay norma expresa que establezca un monto por esa labor. En atención a lo anterior, el abogado puede recurrir al cobro por horas profesionales, según lo establecido en el artículo 7 ibídem. POR TANTO: Se evacua la consulta en el sentido de que si un profesional es contratado solamente para atender una apelación en un proceso de tránsito, los honorarios debe convenirlos con su cliente, pudiendo aplicar para esos efectos, el cobro por horas profesionales, según el artículo 7 del Arancel. Seis votos. Responsable: Comisión Competencia Leal  y Aranceles.
7.6 Consulta de honorarios presentada por el Lic Roberto Avendaño Ch.  Expediente: 57-2012. Materia: Contratación Administrativa). Redactor: Lic. Jorge Luis Tapia Molina. RESULTANDO. Que el Lic. Roberto Avendaño, Director Administrativo Financiero del Comité de Deportes de San José, consulta cual es el monto de los honorarios profesionales por la elaboración del cartel de licitación para construcción de la Ciudad Deportiva en Hatillo No.2 y de las contrataciones que se deben realizar para llevar a cabo dicho proyecto. Agrega que la obra tendrá un valor de ¢1.515.000.000,00.  CONSIDERANDO: Que de acuerdo con el Arancel lo ideal, en un caso como el que se consulta, dada su trascendencia económica, es que las partes –cliente y abogado- suscriban un convenio para establecer detalladamente las labores a realizar y el monto de los honorarios. El Decreto no establece una suma específica para una cuantía de ¢1.515.000.000,00. Sin embargo, se puede recurrir a la tarifa por horas profesionales, autorizada por el artículo 7 ibídem.  POR TANTO: Se evacua la consulta en el sentido de que el Arancel no establece el monto de los honorarios por una labor como la referida y, por ello, será necesario que el cliente y el abogado convengan lo pertinente, pudiendo recurrir para ella al valor de la hora profesional, según lo establecido en el artículo 7.
SE ACUERDA 2012-37-019 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta realizada por el Lic Roberto Avendaño Ch. Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: CONSIDERANDO: Que de acuerdo con el Arancel lo ideal, en un caso como el que se consulta, dada su trascendencia económica, es que las partes –cliente y abogado- suscriban un convenio para establecer detalladamente las labores a realizar y el monto de los honorarios. El Decreto no establece una suma específica para una cuantía de ¢1.515.000.000,00. Sin embargo, se puede recurrir a la tarifa por horas profesionales, autorizada por el artículo 7 ibídem.  POR TANTO: Se evacua la consulta en el sentido de que el Arancel no establece el monto de los honorarios por una labor como la referida y, por ello, será necesario que el cliente y el abogado convengan lo pertinente, pudiendo recurrir para ella al valor de la hora profesional, según lo establecido en el artículo 7. Seis votos. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
7.7 Consulta de honorarios presentada por el señor Carlos Eduardo Cantillo Montero en contra del licenciada Yamileth Cantillo Ruiz. Expediente: 42-2012. Materia: Denuncia por cobro excesivo de Honorarios  en (Crédito Hipotecario) RESULTANDO. 1.- Que el señor CARLOS EDUARDO CANTILLO MONTERO, representante legal y apoderado generalísimo sin límite de de suma de la Sociedad HOTELERA LA GARZA DEL PLATANAR S.A. cédula jurídica 3-101-123513 interpone formal denuncia y reclamo económico contra la Licda. YAMILETH CANTILLANO RUIZ, carné de abogada No. 11771, mayor, divorciada, abogada vecina de San Francisco de la Palmera, San Carlos, portadora de la cédula de identidad número cinco – doscientos cuatro –ciento ocho, por cobro excesivo de honorarios, según los siguientes hechos: Primero: Que el 24 de Diciembre 2010, el suscrito conformó un crédito hipotecario con el señor John Jared Patout por un monto de ¢45 0000.000,00 de colones sobre la finca propiedad de mi representada, matrícula de Folio Real 473317-000 – Alajuela. Segundo: En proceso de cobro judicial por el crédito objeto de este reclamos, se apersonó la señora CANTILLANO RUIZ en representación del acreedor Jared Patotout conformando así el expediente judicial 11-100813-0297-CI en el Juzgado Civil y de Trabajo II Circuito Judicial de Alajuela – San Carlos, Este proceso inició el 12 de Agosto 2011. Tercero: El reclamo presentado por Cantillano Ruiz en el el proceso judicial incoado, ascendió a la suma inicial de ¢46 350.000,00 de los cuales ¢1 350.000,00 correspondían a intereses, según folio 28 y 30 del expediente judicial. Cuarto: El 22 de Agosto del 2011, por resolución del juzgado, se tiene por establecida la EJECUCION HIPOTECARIA y se fija en ese mismo acto fecha para el primer remate el 19 de octubre de 2011. Quinto: Si bien es cierto se lleva a cabo remate en fecha y hora definitiva, esta acción es absolutamente nula en vista que el mismo juzgado el día 2 de noviembre del 2011 señala que por no haberse notificado al deudor previo a realizarse el remate, e imprueba el mismo y se dejan sin efecto los señalamientos realizados en autos para el segundo y tercer remate (folio 27 del expediente). Sexto: Al no hacerse efectivo el remate, CANTILLANO RUIZ el 14 de noviembre del 2011, presenta un nuevo cálculo de intereses donde los mismos ascienden a la suma de ¢5 880.000,00. Sétimo: El día 15 de diciembre del 2011, se llega a un acuerdo extrajudicial para el retiro de la demanda , donde el suscrito cancela y pone al día los intereses de la operación, paga las sumas adeudadas por concepto de intereses hasta el 24 de diciembre del 2011 y a pesar de no haberse fijado fecha real para remate por las razones supra citadas, la señora Cantillano cobra ¢3 500.000,00 por concepto de honorarios los cuales fueron cancelados el 16 de diciembre del 2011 por transferencia electrónica a la orden de Giovanny Solís Rodríguez quien procede al pago a Cantillano. (se aporta copia), folio 7 y 8). Octavo: La señora Cantillano,  a pesar de haber recibido sus honorarios incumple el acuerdo y no retira la demanda del juzgado correspondiente. Noveno: A pesar de haber pagado y estar al día en el pago de los intereses y los honorarios , la señora CANTILLANO NUNCA retiró la demanda y el 21 de febrero 2012, se fija una nueva fecha de remate para el 25 de abril del dos mil doce y si bien el 8 de marzo del 2012 se realiza un nuevo intento de notificación al suscrito, dicho acto es declarado NULO en virtud de resolución del 23 de marzo 2012, donde el juzgado señala que la notificación realizada fue contrario a lo establecido en el artículo 4 de la Ley de Notificaciones Judiciales, ya que no se le entregó a la persona notificada (representante legal de la accionada). Décimo: El 26 de abril del 2012 se llega a otro acuerdo extrajudicial (SIN LLEGAR A REMATE) en el cual se procede a cancelar la operación financiera en su totalidad.  Para esta fecha los intereses adeudados ascendieron a la suma de ¢5 512.000,00 y el principal  de ¢45 000.000,00.   En esta fecha la señora CANTILLADO solicitó la suma de ¢2 200.000,00 por concepto de honorarios los cuales debieron ser cancelados bajo protesta ante la amenaza de no retirar la demanda por cobro judicial. (pruebas adjuntas). Así las cosas, se le paga a CANTILLANO un total de ¢5 700.000,00 por una operación financiera de ¢50 512.000,00 (incluyendo principal e intereses).   Estos honorarios fueron cancelados a pesar de nunca haber existido fecha real de remate. Por todo lo anteriormente expuesto, queda en evidencia un cobro excesivo de honorarios, ya que se pagan ¢5 700.000,00 cuando lo correcto debió ser ¢2 081.700,00, arrojando una diferencia de ¢3 618 300,00. Adicionalmente a lo señalado, puede ser palpable la mala fe en su actuar como profesional por parte de la señora CANTILLANO, toda vez que en el mes de Diciembre 2011 se llega al arreglo extrajudicial, se le pagan los honorarios excesivos y aún así no retira la demanda incoada en mi contra. Solicita la intercesión del Colegio de Abogados para obligar a la señora CANTILLANO a la inmediata devolución de los dineros cobrados en exceso los cuales ascienden a la suma de ¢3 618.300,00 más los intereses generados a la fecha de la devolución total. Como medida cautelar solicita pero no limitado la suspensión de la credencial como abogada a la señora YAMILETH CANTILLANO RUIZ, carné 11771 hasta que la obligación sea cancelada en su totalidad. 2.- La Licenciada YAMILETH CANTILLANO CRUZ, en su defensa sobre los hechos que se le imputan expone en el mismo orden en que fueron formulados: Primero: Es cierto. Segundo: Es cierto Tercero: Es cierto. Cuarto: Es cierto. Quinto: Aclara que el primer remate fue fijado para el 19 de octubre de 2011, llevándose a cabo el mismo como bien lo señala el aquí Actor en su argumento numerado cuarto, el segundo para fecha 2 de noviembre de 2011 y el tercero para fecha 17 de noviembre de 2011.   Mediante resolución de las siete horas del 2 de noviembre de 2011 el Juzgado improbó el mismo, dejando sin efecto el señalamiento para el segundo y tercer remate.  Lo que significa que aunque se haya dejado sin efecto el segundo y tercer remate, el primero se llevó a cabo, aunque luego se hubiera declarado improbado por el Juzgado como dicho.  Siendo además que a la fecha del 15 de diciembre de 2011, en que llevó a cabo el acuerdo de suspensión del proceso / no continuación de la tramitación del mismo, ya los intereses moratorios pactados entre el deudor y el acreedor al 3.5 mensual, según se desprende del documento aportado a los autos, los cuales debían ser cancelados por mes anticipado, los mismos ascendían a la suma de ¢8 662 000.000,00 más los ¢45 000.000,00, lo que significa que el monto total de la deuda era la suma de ¢53 662,00. Sexto: Es cierto pero con aclaraciones. Se aclara que el mismo fue presentado en fecha 10 de noviembre de 2011. Sétimo: Es cierto en parte y con las siguientes aclaraciones. Como mencionado en el punto quinto, el primer remate fue fijado para el 19 de octubre 2011, llevándose a cabo el mismo como bien lo señala el aquí Actor en su argumento numerado CUARTO. Mediante resolución de fecha 2 de noviembre de 2011, el Juzgado improbó el mismo, dejando sin efecto el señalamiento para el  segundo y tercer remate. El acuerdo extrajudicial que consistió en la suspensión del proceso /no  continuación de la tramitación del mismo, así como también la ampliación del plazo del vencimiento de la hipoteca a la fecha, lo cual se hizo, no mediando la firma de ningún documento adicional, lo cual como el mismo señor Cantillo lo manifestó no era necesario, ya que él iba a seguir cumpliendo a su cabalidad con su obligación, lo cual ni iba a dar paso a la activación o bien a la interposición  de una nueva demanda, lo cual no fue así. Cabe agregar además, que el acuerdo conciliatorio se respetó en todos los extremos como personas civilizadas, honorables, respetuosas de la buena fe, hasta tanto el señor CANTILLO MONTERO volvió a incurrir en morosidad; dándose por supuesto la oportunidad de pagar, de ponerse al día sin tener que volver acudir ante los Tribunales, lo cual no hizo y dio lugar a la activación del mencionado expediente anotado en su argumento numerado SEGUNDO, EL CUAL SE ENCONTRABA SUSPENDIDO en el tanto el señor CANTILLO MONTERO honrara su obligación, lo cual dejó de hacer como dicho. Nótese como bien se desprende de la documentación aportada a los autos que la activación del expediente, se dio mediante solicitud de fijación de remate nuevamente y de notificación, en el cual se cobra en esta oportunidad el principal, sea la suma de ¢45 000.000,00, más los intereses moratorios al 3.5% los cuales debían ser cancelados por mes anticipado, de 24 de enero 2012 a 23 de febrero 2012 por un monto de ¢1 575 000.000,00 arrojando la sumatoria de ¢46 575 000,00. Los remates señalados por el Juzgado, quedaron fijados para las fechas 25 de abril, 10 de mayo, y 24 de mayo, todas del año dos mil doce, y que sin embargo a pesar que el Juzgado volvió a declarar mal notificado el proceso, el señor CANTILLO MONTERO se apersonó al Juzgado en fecha de abril de 2012 y que fue anterior a la emisión de la relacionada Certificación aportada a los autos quedando debidamente notificado de acuerdo a lo que señala la Ley de Notificaciones. Llevándose a cabo la segunda conciliación el 26 de abril del 2012, siendo entonces los montos a cancelar a ese momento como a continuación se señala: principal ¢45 000.000,00, intereses moratorios al 3.5%, los cuales debía cancelar en forma anticipada, correspondiente de 24 de enero al 23 de febrero, de 24 de febrero a 23 de marzo, de 23 de marzo a 24 de abril de 2012, la suma de ¢4 725 000.00 para un total de ¢49 725 000,00. Como se desprende del propio dicho del señor CANTILLO MONTERO, el hizo entrega de los dineros mediante cheque certificado a favor del señor SOLIS RODRIGUEZ, debido a que por su incumplimiento y falta de honorabilidad, así fue solicitado por parte del señor JARED PATOUD mi representado, siendo entonces que el señor SOLIS RODRIGUEZ quien canceló los mencionados honorarios mediante transferencias de dinero. Octavo: Se aclara una vez más que el acuerdo conciliatorio consistió en la suspensión del proceso en la no continuación de la tramitación del mismo y que como dicho líneas arriba, también  se dio la ampliación del plazo del vencimiento de la hipoteca, lo cual se hizo; no mediando la firma de ningún documento adicional, lo cual como el mismo señor CANTILLANO MONTERO lo manifestó no era necesario, ya que él iba a seguir cumpliendo a cabalidad con su obligación, lo cual no iba a dar paso a la activación o bien a la interposición de una nueva demanda.   Que el proceso se mantuvo suspendido /no se le dio continuación de trámite, hasta tanto el señor CANTILLO MONTERO volvió a incurrir en morosidad, dándosele una vez sí y otra también la oportunidad de que honrara su obligación, se pusiera al día con los intereses, lo cual no hizo. Noveno: Se aclara como dicho en líneas anteriores, el acuerdo conciliatorio se respetó hasta tanto el señor CANTILLO MONTERO volvió a incurrir en morosidad activándose el expediente en fecha 20 de febrero de 2012. Décimo: Es cierto pero con aclaraciones.   Se aclara que el señor CANTILLO MONTERO se apersonó al Juzgado en fecha abril de 2012, dándose como por todo es conocido debidamente notificado del proceso.   Siendo que a la fecha 26 de abril de 2012, la deuda ascendía al monto de ¢49 725 000,00 , correspondiente a ¢45 000 000,00 del principal y ¢4 725 000.000,00 correspondiente a intereses moratorios, los cuales debía cancelar por mes anticipado; cobrándose en esta oportunidad la suma de ¢2 000 000,00 por concepto de honorarios y cancelados por parte del señor SOLIS RODRIGUEZ a la orden de quien fue emitido cheque certificado, como solicitado por el señor JARED PATOUT, mi representado, debido a su falta de responsabilidad / honorabilidad en honrar sus  compromisos, para asegurarse así el pago, para un total de honorarios de ¢5 500 000,00. Como bien se desprende de la documentación aportada a los autos. No es cierto, que aún cuando se hubiera llevado a cabo un arreglo extrajudicial en diciembre 2011, no se haya retirado la demanda, alegando mala fe el señor CANTILLO MONTERO en mi actuar profesional; ya que como bien se desprende de la certificación del expediente emitida por el respectivo Juzgado, a folio 65 se encuentra el documento presentado para los efectos correspondientes en fecha 26 de abril de 2012 y mediante resolución de las dieciséis horas del veintisiete de abril de dos mil doce, el Juzgado Civil y de Trabajo del Segundo Circuito Judicial da por terminado el proceso y ordena su archivo, Levantándose también los embargos todo lo cual se le facilitó al señor CANTILLANO MONTERO y se coordinó con el Lic. Rodrigo Garita López, carné 17046, quien para seguridad jurídica de su cliente Vaso del Norte Sociedad Anónima, cédula jurídica número 3-101-055524, quien le facilitó en esta oportunidad el dinero al señor CANTILLO MONTERO para cancelar a mi representado, porque de otra forma el señor VARGAS no le proveería el dinero ya que el necesitaba estar seguro de la  negociación que estaba llevando a cabo su cliente y poder inscribir su hipoteca ante el Registro Público, caso contrario no lo podría haber hecho: 
Descripción de la operación y monto

Deuda

PRINCIPAL




¢45 000 000,00

Intereses pactados al 3.5 mensual

¢  8 662 000,00 

Por adelanto

Monto de la Operación

                           ¢ 53 662 000,00

Alega el actor que el artículo 22 del  decreto 36561 JP “Artículo 22-Procesos de ejecución: Los honorarios serán del cincuenta por ciento (50) de la tarifa general….” Lo cual es totalmente cierto, sin embargo en su cálculo es resultado de una mala interpretación de la norma pues, tal y como se observa en su reclamo, solicita que se aplique una disminución del 50% sobre el cálculo del 50% que es lo que establece la norma, dando como resultado únicamente un 25% de lo  que indica la tabla, lo cual es a todas luces improcedente. La diferencia en el monto cobrado se genera por la reactivación del expediente y la solicitud de nuevo remate, teniendo como base de cálculo la expectativa de los intereses que hubiese generado la deuda en ese  período  de tiempo y la reactivación del proceso en sí.   Mismos que fueron calculados como me lo indicó la señorita Rosario Moreira, del Colegio de Abogados, de manera prudencial. CONSIDERANDO: 1.- Que del expediente  judicial No. 11-100813-0297-CI (5B), se desprende el 24 de Diciembre 2010, el señor Eduardo Cantillo Montero en representación de la Sociedad Hotelera Garza del Platanar Sociedad Anónima  conformó un crédito hipotecario con el señor John Jared Patout por un monto de ¢45 0000.000,00 de colones, poniendo a responder como hipoteca en primer grado  sobre la finca propiedad de su representada, matrícula de Folio Real 473317-000 – Alajuela; el cual se cancelará en un solo pago el día 24 de diciembre de 2011.   Fijándose el pago de intereses corrientes del 3.5% mensual, debiendo pagar la primera mensualidad el día de la suscripción del crédito hipotecario  sobre la totalidad del capital adeudado. (folio 20). 2.- Que ante el incumplimiento pactado por las partes, sobre el   pago de los intereses, el 12 de agosto del 2011, la señora CANTILLANO RUIZ en representación del acreedor Jared Patout, se presenta ante    el Juzgado Civil y de Trabajo II Circuito Judicial de Alajuela – San Carlos, a interponer PROCESO DE EJECUCIÓN HIPOTECARIA, bajo el  expediente judicial 11-100813-0297-CI. Por la suma de  ¢46 350.000,00 de los cuales ¢1 350.000,00 correspondían a intereses y ¢45 000.000,00 del principal. (folio 24 y 25) 3.- Que mediante EDICTO de fecha  22 de Agosto del 2011,  del juzgado, se tiene por establecida la EJECUCION HIPOTECARIA y se fija en ese mismo acto el 19 de octubre de 2011 el primer remate. (folio 30). 4.- Según consta en el expediente visible al folio 41, el Acta de Remate en el Juzgado Civi9l y de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos, de las diez horas treinta minutos del diecinueve de octubre del dos mil once, en la que se indica “…No habiendo ofertas ni postores se da por terminada la diligencia…” 5.- Que mediante resolución de las siete horas del dos de noviembre del dos mil once, el Juzgado Civil de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos señala “…Así las cosas, se imprueba el remate celebrado a las 10:30 horas del 19 de octubre de 2011 (ver acta f.25), y consecuentemente, se dejan sin efecto los señalamientos realizados en autos para el segundo y tercer remate respectivamente…”. 6.- Que  la actora solicita nuevamente al Juzgado la entrega de la comisión para su diligenciamiento de notificación a Hotelera La Garza de Platanar S.A., y el respectivo edicto de ley para su respectiva publicación; con la variación de que ya no es por ¢46 350 000 sino por ¢50 8880 000,00.   A lo que el Juzgado el 21 de febrero de 2012, emite el EDICTO para el primer remate a las trece horas quince minutos del veinticinco de abril del dos mil doce por la suma de ¢46 575,00. (folio 54. 7.- Que efectivamente, según consta sello y hora de recibido por parte del Juzgado Civil y de Trabajo San Carlos Alajuela, La Licenciada YAMILET CANTILLANO RUIZ, solicita “… por haberse llegado a un acuerdo conciliatorio con el señor CARLOS EDUARDO CANTILLO MONTERO, consistente en el pago del capital adeudado, así sus respectivos intereses moratorios y ambas costas de la presente acción, me doy por satisfecha y doy por terminado el presente proceso y solicito por ende  el archivo del mismo se levante el gravamen de Demanda Ejecutiva Hipotecaria que pesa sobre la propiedad de la demandada matrícula folio  número cuatrocientos setenta y tres mil trescientos diecisiete – cero cero cero de la Provincia de Alajuela…”. (folio 65). SOBRE EL FONDO: Con la prueba documental traída al expediente de marras,  es suficiente para su resolución y dictado final, siendo innecesario la  prueba testimonial propuesta por el  denunciante.    De los resultandos y considerandos tenemos como primer elemento a) el señor Carlos Eduardo Cantillo Montero suscribió un crédito hipotecario con el señor John Jared Patou el 24 de diciembre del 2010 por  la deuda  de ¢45 000.000,00 b) el pago de  intereses del 3.5% mensual, con el compromiso de que la misma se cancelara el 24 de diciembre del 2011.   No obstante, ante el incumplimiento del pago de intereses y la interposición del proceso judicial el 12 de agosto de 2011, según consta escrito de la Actora. El 15 de diciembre de 2011, por haberse llegado a  conciliación de las partes y al pago de intereses hasta el 24 de diciembre del 2011.   De conformidad con el artículo 16 y 17 del Arancel, el monto correcto que le correspondía por  concepto de honorarios profesionales a la  Licenciada Yamilet Cantillano Ruiz, la suma   de¢4 545 375,00 y no  ¢5 500 000,00,  debiendo la misma posteriormente realizar   el retiro  de la demanda en contra del señor Carlos Eduardo Cantillo Montero.  Si bien es cierto, se produjo un  nuevo incumplimiento en el pago de intereses,  de los meses enero, febrero, marzo y abril del  dos mil doce;   ante la notificación defectuosa al demandado, el juzgado imprueba el remate celebrado a las 10:30 horas del 19 de octubre 2011 y consecuentemente se deja sin efecto los señalamientos realizados para el segundo y tercer remate.  Las  diligencias posteriores de notificación, redacción y nueva publicación del Edicto “Proceso de Ejecución” no puede ser considerado o interpretado como dos procesos independientes, pues  se trata de un mismo proceso. En razón de lo expuesto, con vista en el folio 7 y 10 del expediente; la Licenciada Cantillano   deberá devolver la diferencia entre ¢5 500 000,00 y ¢4 545 375,00,00, la suma  de ¢954 625,00  cobrado de más al señor Carlos Eduardo Cantillo Montero, más  los intereses  que correspondan al dictado de la resolución final  por la Junta Directiva. POR TANTO: De conformidad  con los artículos 8, 16 y 17 del Decreto No. 36562 JP “Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado”.  Se recomienda: Proceda la Licenciada  Yamileth Cantillano Cruz,  devolver  al señor Carlos Eduardo Cantillo Montero, la suma  de ¢954 625,00 colones, más los intereses correspondientes.    En caso de incumplimiento, se sugiere  lo estipulado en el artículo 75 y 76  del Código de Deberes Jurídicos Morales y Éticos del Profesional en Derecho, que la Fiscalía analice si resulta o no aplicable sanción alguna.

SE ACUERDA 2012-37-020 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta realizada por el señor Carlos Eduardo Cantillo Montero. Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: CONSIDERANDO: 1.- Que del expediente  judicial No. 11-100813-0297-CI (5B), se desprende el 24 de Diciembre 2010, el señor Eduardo Cantillo Montero en representación de la Sociedad Hotelera Garza del Platanar Sociedad Anónima  conformó un crédito hipotecario con el señor John Jared Patout por un monto de ¢45 0000.000,00 de colones, poniendo a responder como hipoteca en primer grado  sobre la finca propiedad de su representada, matrícula de Folio Real 473317-000 – Alajuela; el cual se cancelará en un solo pago el día 24 de diciembre de 2011. Fijándose el pago de intereses corrientes del 3.5% mensual, debiendo pagar la primera mensualidad el día de la suscripción del crédito hipotecario  sobre la totalidad del capital adeudado. (folio 20). 2.- Que ante el incumplimiento pactado por las partes, sobre el   pago de los intereses, el 12 de agosto del 2011, la señora CANTILLANO RUIZ en representación del acreedor Jared Patout, se presenta ante    el Juzgado Civil y de Trabajo II Circuito Judicial de Alajuela –San Carlos, a interponer PROCESO DE EJECUCIÓN HIPOTECARIA, bajo el  expediente judicial 11-100813-0297-CI. Por la suma de  ¢46 350.000,00 de los cuales ¢1 350.000,00 correspondían a intereses y ¢45 000.000,00 del principal. (folio 24 y 25) 3.- Que mediante EDICTO de fecha  22 de Agosto del 2011,  del juzgado, se tiene por establecida la EJECUCION HIPOTECARIA y se fija en ese mismo acto el 19 de octubre de 2011 el primer remate. (folio 30). 4.- Según consta en el expediente visible al folio 41, el Acta de Remate en el Juzgado Civi9l y de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos, de las diez horas treinta minutos del diecinueve de octubre del dos mil once, en la que se indica “…No habiendo ofertas ni postores se da por terminada la diligencia…” 5.- Que mediante resolución de las siete horas del dos de noviembre del dos mil once, el Juzgado Civil de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos señala “…Así las cosas, se imprueba el remate celebrado a las 10:30 horas del 19 de octubre de 2011 (ver acta f.25), y consecuentemente, se dejan sin efecto los señalamientos realizados en autos para el segundo y tercer remate respectivamente…”. 6.- Que  la actora solicita nuevamente al Juzgado la entrega de la comisión para su diligenciamiento de notificación a Hotelera La Garza de Platanar S.A., y el respectivo edicto de ley para su respectiva publicación; con la variación de que ya no es por ¢46 350 000 sino por ¢50 8880 000,00.   A lo que el Juzgado el 21 de febrero de 2012, emite el EDICTO para el primer remate a las trece horas quince minutos del veinticinco de abril del dos mil doce por la suma de ¢46 575,00. (folio 54. 7.- Que efectivamente, según consta sello y hora de recibido por parte del Juzgado Civil y de Trabajo San Carlos Alajuela, La Licenciada YAMILET CANTILLANO RUIZ, solicita “… por haberse llegado a un acuerdo conciliatorio con el señor CARLOS EDUARDO CANTILLO MONTERO, consistente en el pago del capital adeudado, así sus respectivos intereses moratorios y ambas costas de la presente acción, me doy por satisfecha y doy por terminado el presente proceso y solicito por ende  el archivo del mismo se levante el gravamen de Demanda Ejecutiva Hipotecaria que pesa sobre la propiedad de la demandada matrícula folio  número cuatrocientos setenta y tres mil trescientos diecisiete – cero cero cero de la Provincia de Alajuela…”. (folio 65). SOBRE EL FONDO: Con la prueba documental traída al expediente de marras,  es suficiente para su resolución y dictado final, siendo innecesario la  prueba testimonial propuesta por el denunciante. De los resultandos y considerandos tenemos como primer elemento a) el señor Carlos Eduardo Cantillo Montero suscribió un crédito hipotecario con el señor John Jared Patou el 24 de diciembre del 2010 por  la deuda  de ¢45 000.000,00 b) el pago de  intereses del 3.5% mensual, con el compromiso de que la misma se cancelara el 24 de diciembre del 2011.   No obstante, ante el incumplimiento del pago de intereses y la interposición del proceso judicial el 12 de agosto de 2011, según consta escrito de la Actora. El 15 de diciembre de 2011, por haberse llegado a  conciliación de las partes y al pago de intereses hasta el 24 de diciembre del 2011.   De conformidad con el artículo 16 y 17 del Arancel, el monto correcto que le correspondía por  concepto de honorarios profesionales a la  Licenciada Yamilet Cantillano Ruiz, la suma de ¢4 545 375,00 y no  ¢5 500 000,00,  debiendo la misma posteriormente realizar   el retiro  de la demanda en contra del señor Carlos Eduardo Cantillo Montero.  Si bien es cierto, se produjo un  nuevo incumplimiento en el pago de intereses,  de los meses enero, febrero, marzo y abril del  dos mil doce;   ante la notificación defectuosa al demandado, el juzgado imprueba el remate celebrado a las 10:30 horas del 19 de octubre 2011 y consecuentemente se deja sin efecto los señalamientos realizados para el segundo y tercer remate.  Las  diligencias posteriores de notificación, redacción y nueva publicación del Edicto “Proceso de Ejecución” no puede ser considerado o interpretado como dos procesos independientes, pues  se trata de un mismo proceso. En razón de lo expuesto, con vista en el folio 7 y 10 del expediente; la Licenciada Cantillano deberá devolver la diferencia entre ¢5 500 000,00 y ¢4 545 375,00,00, la suma  de ¢954 625,00  cobrado de más al señor Carlos Eduardo Cantillo Montero, más  los intereses  que correspondan al dictado de la resolución final  por la Junta Directiva. POR TANTO: De conformidad  con los artículos 8, 16 y 17 del Decreto No. 36562 JP “Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado”. Se recomienda: Proceda la Licenciada  Yamileth Cantillano Cruz, devolver al señor Carlos Eduardo Cantillo Montero, la suma  de ¢954 625,00 colones, más los intereses correspondientes.    En caso de incumplimiento, se sugiere  lo estipulado en el artículo 75 y 76  del Código de Deberes Jurídicos Morales y Éticos del Profesional en Derecho, que la Fiscalía analice si resulta o no aplicable sanción alguna. Seis votos. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles.
7.8 Consulta de honorarios presentada por la señora Alba Rojas Maisonnave en contra del licenciado Fernando Montero Piña. Expediente: 015-2012. Resultando: I.- Refiere la señora Alba Rojas Maisonnave en su condición de Albacea Provisional del proceso sucesorio de su señor Padre, contrató los servicios profesionales del Licenciado Fernando Montero Piña, para que la representara en el proceso penal que se está tramitando en la Unidad Especializada de Fraudes del Ministerio Público, expediente número 08-009447-042-PE. En dicha condición en representación de la Sucesión, le canceló al referido profesional la suma de cinco millones de colones y que luego dicho profesional renunció a la dirección profesional del proceso penal. II.- Por lo anterior, solicita a la Comisión de Aranceles se determine cuál es el monto que de honorarios que corresponde al profesional según la labor desplegada hasta la fecha de su renuncia. De igual manera, en ampliación presentada por la señora Rojas de fecha 22 de abril, indica también en lo que interesa que el concepto por el cual el Lic. Montero Piña en asocio con el Lic. Rojas Fortado, solicitó los cinco millones de colones, fue para la elaboración de la denuncia penal e inicio del proceso penal por la estafa cometida con la propiedad ilícitamente sustraída su padre.III.- Que en la audiencia conferida el Lic. Montero Piña, contesta amplia y conjuntamente con el Lic. Jaime Rojas Fortado, refiriendo entre otras cosas que la señora Rojas Maisonnave no refiere toda la verdad en su exposición, pues realmente la contratación profesional se hizo con ambos profesionales en derecho, al tener el primero mayor conocimiento en éste tipo de asuntos. Señalan que se hizo una investigación preliminar del caso expuesto por la cliente, en donde se le expuso oralmente a la señora Rojas y otros familiares, el modus operandi de los estafadores, con indicación de importancia como la fecha del traspaso fraudulento de la propiedad, nombres de los involucrados, la existencia de una hipoteca por cien mil dólares, se les mostro fotocopias de las cédulas de los supuestos estafadores y otra información de relevancia para el caso. Indican además que en razón del valor que tenía el inmueble a recuperar luego de realizada la estafa registral, los honorarios acordados a cobrar de conformidad con el artículo 45 del arancel eran 30.000.000, así mismo se acordó que haría un pago inicial de 2.000.000 de colones y otro durante el proceso de 3.000.000. Después de presentada la acción civil les pagarían otro abono de 5.000.000 de colones y el resto cuando terminara el proceso y estuviera recuperado el inmueble. Dicho montó comprendía las investigaciones iniciales, las visitas a la Dirección de Migración, el dictamen jurídico que se les hizo, la documentación necesaria para presentar la denuncia penal, las gestiones de anotación de la advertencia administrativa ante la Dirección del Registro Público, para evitar que la finca fuera rematada, la denuncia penal, la solicitud de medida precautoria para que el Juzgado inmovilizara la finca, la acción civil, el control del expediente, la audiencia de conciliación, la audiencia preliminar, el debate, y todo lo que concierne a la atención profesional jurídica de un asunto de ésta trascendencia. Considerando: I.- De conformidad con el artículo 10 del Arancel de honorarios por servicios profesionales de Abogacía y Notariado; corresponde a la Comisión de Aranceles conocer y resolver sobre los casos no previstos en el presente Arancel, o cuando surjan dudas o controversias en cuanto a la interpretación de este Arancel.II.-Según se desprende del presente expediente y de los documentos aportados a los autos, se contrató a los Licenciados Montero Piña y Rojas Fortado para presentar una denuncia penal y otras diligencias en ese proceso penal. III.- Según se estipula claramente en el artículo 41 y 42 del Arancel aplicable al caso concreto, se establece un honorario mínimo de ciento cincuenta mil colones para procesos de conocimiento de Tribunal Unipersonal y de doscientos cincuenta mil colones para aquellos procesos de conocimiento de Tribunal Colegiado, respectivamente, claro partiendo del supuesto de que se hubiere celebrado el juicio oral y público, cuyos montos, se reducirán en un cincuenta por ciento, para el supuesto de que el juicio concluyere anticipadamente, también si el abogado, interpretamos, se tenga que separar del asunto como en éste caso.  Por otra parte, tal y como se dijo lo anterior aplica para el cobro de honorarios mínimos, pues el artículo 46 estipula claramente que para cobrar sumas superiores a los estipulados en el arancel, es indispensable suscribir un contrato en el que se fije claramente el monto y la forma de pago de los mismos. IV.- En el caso que nos ocupa, se tiene claro que entre cliente y abogado se fijaron claramente los honorarios a cobrar por el servicio profesional, SIN QUE EXISTA CONTROVERSIA EN ESE SENTIDO y según se desprende de los autos, efectivamente los profesionales en derecho cumplieron a cabalidad con la parte convenida, al igual que lo hizo la señora Rojas con el pago convenido de cinco millones de colones, tal y como consta en la copia del recibo número 258 del Lic. Fernando Montero Piña, en el cual se describen las actuaciones profesionales y el monto a cobrar de honorarios. V.- En principio y atención al tipo de procesos que estaban iniciando los referidos profesionales en derecho, según se puede desprender de las copias del expediente número 08- 000122-612-PE, el monto de sus honorarios sería el indicado en el arancel para los procesos de conocimiento de Tribunal Colegiado, en vista de que no ha aportado ningún contrato que faculte a los Profesional a cobrar una suma mayor conforme a las exigencias del artículo 46 del Arancel. VI.- No obstante lo anterior, considera ésta Comisión de Aranceles que para éste caso concreto, tal y como lo ha hecho en casos anteriores, debemos ceder a la formalidad del contrato escrito, pues entre las partes se dieron negociaciones muy concretas y no controvertidas, en cuanto al costo concreto del servicio profesional y de la labor profesional a desempeñar, en virtud del cual la señora Rojas Maisonnave le entregó a los Licenciados Montero y Rojas la suma acordada de honorarios para llevar a cabo las labores previamente acordadas, por lo que ese acuerdo verbal, que luego se documentó en el recibo de honorarios profesionales número 258 que se adjunta como prueba, deben respetarse y fijarse los honorarios en la suma acordada y ya cancelada de cinco millones de colones. Diferente sería sí la suma superior que se hubiese cobrado a la señora Rojas también se encontrara en discusión, que no es el caso ya que ambas partes coinciden tanto en el trabajo profesional a desarrollar y el costo de la misma, constando tales aspectos en el recibo respectivo; de ahí que en el supuesto de que existiera controversia sobre el dichos montos, necesariamente el Profesional debe presentar el acuerdo de honorarios por escrito como lo exige el numeral 46 del Arancel mucha veces citado. Por tanto: De conformidad con la normativa y hechos citados, se considera que los honorarios profesionales que corresponden a los Licenciado Rojas y Montero es la suma contratada y ya cancelada de Cinco millones de colones.
SE ACUERDA 2012-37-021 Aprobar el informe de la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta realizada por la señora Alba Rojas Maisonnave. Se hacen propios los fundamentos de la Comisión: Considerando: I.- De conformidad con el artículo 10 del Arancel de honorarios por servicios profesionales de Abogacía y Notariado; corresponde a la Comisión de Aranceles conocer y resolver sobre los casos no previstos en el presente Arancel, o cuando surjan dudas o controversias en cuanto a la interpretación de este Arancel. II.-Según se desprende del presente expediente y de los documentos aportados a los autos, se contrató a los Licenciados Montero Piña y Rojas Fortado para presentar una denuncia penal y otras diligencias en ese proceso penal. III.- Según se estipula claramente en el artículo 41 y 42 del Arancel aplicable al caso concreto, se establece un honorario mínimo de ciento cincuenta mil colones para procesos de conocimiento de Tribunal Unipersonal y de doscientos cincuenta mil colones para aquellos procesos de conocimiento de Tribunal Colegiado, respectivamente, claro partiendo del supuesto de que se hubiere celebrado el juicio oral y público, cuyos montos, se reducirán en un cincuenta por ciento, para el supuesto de que el juicio concluyere anticipadamente, también si el abogado, interpretamos, se tenga que separar del asunto como en éste caso.  Por otra parte, tal y como se dijo lo anterior aplica para el cobro de honorarios mínimos, pues el artículo 46 estipula claramente que para cobrar sumas superiores a los estipulados en el arancel, es indispensable suscribir un contrato en el que se fije claramente el monto y la forma de pago de los mismos. IV.- En el caso que nos ocupa, se tiene claro que entre cliente y abogado se fijaron claramente los honorarios a cobrar por el servicio profesional, SIN QUE EXISTA CONTROVERSIA EN ESE SENTIDO y según se desprende de los autos, efectivamente los profesionales en derecho cumplieron a cabalidad con la parte convenida, al igual que lo hizo la señora Rojas con el pago convenido de cinco millones de colones, tal y como consta en la copia del recibo número 258 del Lic. Fernando Montero Piña, en el cual se describen las actuaciones profesionales y el monto a cobrar de honorarios. V.- En principio y atención al tipo de procesos que estaban iniciando los referidos profesionales en derecho, según se puede desprender de las copias del expediente número 08- 000122-612-PE, el monto de sus honorarios sería el indicado en el arancel para los procesos de conocimiento de Tribunal Colegiado, en vista de que no ha aportado ningún contrato que faculte a los Profesional a cobrar una suma mayor conforme a las exigencias del artículo 46 del Arancel. VI.- No obstante lo anterior, considera ésta Comisión de Aranceles que para éste caso concreto, tal y como lo ha hecho en casos anteriores, debemos ceder a la formalidad del contrato escrito, pues entre las partes se dieron negociaciones muy concretas y no controvertidas, en cuanto al costo concreto del servicio profesional y de la labor profesional a desempeñar, en virtud del cual la señora Rojas Maisonnave le entregó a los Licenciados Montero y Rojas la suma acordada de honorarios para llevar a cabo las labores previamente acordadas, por lo que ese acuerdo verbal, que luego se documentó en el recibo de honorarios profesionales número 258 que se adjunta como prueba, deben respetarse y fijarse los honorarios en la suma acordada y ya cancelada de cinco millones de colones. Diferente sería sí la suma superior que se hubiese cobrado a la señora Rojas también se encontrara en discusión, que no es el caso ya que ambas partes coinciden tanto en el trabajo profesional a desarrollar y el costo de la misma, constando tales aspectos en el recibo respectivo; de ahí que en el supuesto de que existiera controversia sobre el dichos montos, necesariamente el Profesional debe presentar el acuerdo de honorarios por escrito como lo exige el numeral 46 del Arancel mucha veces citado. Por tanto: De conformidad con la normativa y hechos citados, se considera que los honorarios profesionales que corresponden a los Licenciado Rojas y Montero es la suma contratada y ya cancelada de Cinco millones de colones. Seis votos. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
ARTICULO 8)  INFORME DE DIRECCIÓN EJECUTIVA.
8.1 El Lic. José Luis Meneses Rímola, no cuenta con informes para la presente sesión.  
ARTICULO 9)  ASUNTOS DE FONDO Y BREVES DE FISCALÍA.
9.1.- ASUNTOS DE FONDO:

Expone la Licda. Lissette Bogantes Vindas.
9.1.1.- Expediente Nº: 720-10 (3). Denunciado: Lic. Edgar Omar Belloso Montoya. Denunciante: Daniel Caamaño Polini. Recurso de revocatoria contra la resolución final.  
SE ACUERDA 2012-37-022 Declarar sin lugar el recurso de revocatoria. Se da por agotada la vía administrativa. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.2.- Expediente Nº: 152-11 (3). Denunciado: Lic. Valentín Barrantes Ramírez. Denunciante: Enid Mora Vargas. 
SE ACUERDA 2012-37-023 Declarar sin lugar la denuncia en aplicación del principio de inocencia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.3.- Expediente Nº: 211-12 (3). Denunciado: Lic. Edwin Antonio Rodríguez González. Denunciante: Mario Rodríguez Vargas. 
SE ACUERDA 2012-37-024 Declarar sin lugar el recurso de revocatoria y dar por agotada la vía administrativa. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.4.- Expediente Nº: 612-11 (3). Denunciada: Licda. Lourdes Líos Rodríguez. Denunciante: Benilda Castillo Zumbado. 
SE ACUERDA 2012-37-025 Declarar sin lugar la denuncia en aplicación del principio de inocencia y que le devuelva a la denunciante la suma de dinero que le canceló por el proceso que no se presentó, y sino devuelve el dinero se le impone la suspensión de tres meses de suspensión. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.5.- Expediente Nº: 689-11 (3). Denunciado: Lic. Luis Alberto Rojas Sevilla Denunciante: Sherry Catalina Piedra Pereira.
SE ACUERDA 2012-37-026 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.6.- Expediente Nº: 060-11 (3). Denunciado: Lic. José Daniel Martínez Espinoza. Denunciante: Ana Virginia Córdoba Murillo. Recurso de Revocatoria contra la Resolución Final. 
SE ACUERDA 2012-37-027 Declarar sin lugar el recurso de revocatoria y dar por agotada la vía administrativa. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.7.- Expediente Nº: 042-11 (3). Denunciada: Licda. María José Madrigal Castro. Denunciante: Manuel Arce Vargas. 
SE ACUERDA 2012-37-028 Declarar sin lugar el recurso de revocatoria. Se da por agotada la vía administrativa. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
Expone la Licda. Francinie Cubero De La Vega.
9.1.8.- Expediente Nº 422-11 (1). Denunciada: Licda. Vanessa Quesada Córdoba. Denunciante: Lissy Fernández Cordero. 
SE ACUERDA 2012-37-029 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.9.- Expediente Nº: 537-10. Denunciado: Lic. Martín Mainieri Jiménez. Denunciante: Luis Otero Reyes. 
SE ACUERDA 2012-37-030 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.10.- Expediente Nº: 667-09 (5). Denunciado: Lic. Alexander Villegas Hernández. Denunciante: De Oficio (Juzgado Penal de la Unión). 
SE ACUERDA 2012-37-031 Declarar sin lugar el recurso y dar por agotada la vía administrativa. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
Expone la Licda. Maryoni Pérez Castro.

9.1.11.- Expediente N°: 656-11 (4). Denunciado: Lic. Boris Acosta Castro. Denunciante: Massimo Tosco Bova. 
SE ACUERDA 2012-37-032  Declarar con lugar la denuncia, previniendo al denunciado la devolución de $500 al denunciante en el plazo de quince día; si se cumple lo ordenado,  se ordenará el archivo pero en caso de incumplimiento la sanción es será de tres meses de suspensión. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.12.- Expediente Nº: 450-11 (4). Denunciado: Lic. José Andrés Guevara Barboza. Denunciante: Nelson Enrique Molina Motiva. 
SE ACUERDA 2012-37-033 Declarar con lugar la denuncia e imponer tres meses de suspensión, sanción mínima para faltas graves. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.13.- Expediente N°: 315-11 (4). Denunciado: Lic. Gerardo Ruin Céspedes. De oficio (Juzgado Civil y de Trabajo de Hatillo). 
SE ACUERDA 2012-37-034 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.14.- Expediente N°: 567-09 (4). Denunciada: Licda. Olga María Valerio Segura. Denunciante: Marco Antonio Quirós Soto. 
SE ACUERDA 2012-37-035 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.15.- Expediente Nº: 584-10 (4). Denunciado: Lic. Fernando Leiva Castillo. De oficio (Juzgado Penal de Liberia). 
SE ACUERDA 2012-37-036 Declarar con lugar la denuncia e imponer apercibimiento. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
Expone el Lic. Antonio José Lacayo Vega.
9.1.16.- Expediente Nº: 668-11 (5). Denunciado: Lic. Rafael Arroniz Castillo. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal I Circuito Judicial de San José.
SE ACUERDA 2012-37-037 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.17.- Expediente Nº: 162-11 (5). Denunciado: Lic. Adrián Masis Mata. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Cartago). 
SE ACUERDA 2012-37-038  Declarar con lugar la denuncia e imponer apercibimiento. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.18.- Expediente Nº: 082-11 (5). Denunciado: Lic. Jorge Danilo Arrieta Guzmán. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2012-37-039 Declarar con lugar la denuncia e imponer dos meses de suspensión. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.19.- Expediente Nº: 439-11 (5). Denunciado: Lic. Ramiro Dennis Smith. Denunciante: De oficio (Tribunal de Guanacaste Sede Santa Cruz.
SE ACUERDA 2012-37-040 Por avocación, declarar con lugar el recurso de revocatoria contra el auto de inicio, resolviendo por el fondo y declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.20.- Expediente Nº: 090-11 (5). Denunciadas: Licda. Zulema Villalta Bolaños y Licda. Karen Brenes Villalta. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal Puntarenas). 
SE ACUERDA 2012-37-041  Por avocación, declarar con lugar el recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra el auto de inicio, resolviendo por el fondo declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.21.- Expediente Nº: 240-11 (5). Denunciado: Lic. Rodolfo Freer Campos. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Cartago). 
SE ACUERDA 2012-37-042 Declarar con lugar la denuncia e imponer apercibimiento. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.22.- Expediente Nº: 743-11 (5). Denunciada: Licda. Viviana Vargas González. Denunciante: De oficio (Tribunal Contencioso Administrativo). 
SE ACUERDA 2012-37-043 Por avocación, declarar con lugar el recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra el auto de inicio, resolviendo por el fondo declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.23.- Expediente Nº: 338-10 (5). Denunciado: Lic. Rolando Rojas Navarro. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de La Unión). 
SE ACUERDA 2012-37-044 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.24.- Expediente Nº: 211-08 (5). Denunciada: Licda. Maribel Eugenia Castillo Masís. Denunciante: Lic. Eduardo Con San Chún. 
SE ACUERDA 2012-37-045 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.25.- Expediente Nº: 170-10. Denunciado: Lic. William Castro Badilla. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Pavas). 
SE ACUERDA 2012-37-046 Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.26.- Expediente Nº: 113-11 (5). Denunciados: Lic. Edilberto Escobar Cascante y Lic. Juan Antonio Rescia Chinchilla. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2012-37-047 Declarar sin lugar el recurso de revocatoria y dar por agotada la vía administrativa. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
Expone el Lic. Rafael Hernández Vindas.

9.1.27.- Expediente N°: 581-11 (2). Denunciada: Licda. Ana Córdoba Artavia. Denunciante: De oficio (Tribunal Contencioso Administrativo). 
SE ACUERDA 2012-37-048 Por la existencia de duda razonable y en aplicación del principio de inocencia, declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.28.- Expediente N°: 538-10 (2). Denunciado: Lic. Luis Alberto Rojas Sevilla. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Cartago). 
SE ACUERDA 2012-37-049 Declarar con lugar la denuncia e imponer al denunciado la sanción de dos meses de suspensión en el ejercicio de la profesión. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.29.- Expediente Nº: 330-11 (2). Denunciado: Lic. Fausto Eduardo Gutiérrez Howell. Denunciante: Miguel Rivera Núñez. 
SE ACUERDA 2012-37-050 En aplicación del principio de inocencia, se recomienda declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.30.- Expediente Nº: 145-11 (2). Denunciado: Lic. Ricardo Redondo Hernández. Denunciante: De oficio (Juzgado de Familia I Circuito Judicial). 
SE ACUERDA 2012-37-051  Por avocación, declarar con lugar el recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra el auto de inicio y ordenar el archivo del expediente; asimismo, testimoniar piezas para que se inicie un nuevo expediente en contra del Lic. Ricardo Redondo Hernández para que se investigue si ejerció la profesión estando suspendido conforme a lo que estipula el artículo 24 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
Expone el Lic. Gary Hernández Santana.

9.1.31.- Expediente Nº: 577-10 (6). Denunciados: Lic. Edilberto Escobar Cascante, y Lic. Juan Antonio Rescia Chinchilla. Denunciante: De Oficio (Unidad de Trámite Rápido en Fraudes del Ministerio Público). 
SE ACUERDA 2012-37-052 Rechazar las excepciones de prescripción, caducidad y falta de derecho incoadas por los denunciados; declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.32.- Expediente Nº: 634-10 (6). Denunciado: Lic. Johan Castillo Umaña. Denunciante: Gerardo Aguilar Cambronero. 
SE ACUERDA 2012-37-053 Rechazar tanto la nulidad alegada, así como las excepciones de falta de derecho, activa y pasiva. Declarar sin lugar la denunciar y archivar el expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.33.- Expediente Nº: 335-11 (6). Denunciada: Licda. Lucy Dayana Camacho Guzmán. Denunciante: Victoria Carballo González. 
SE ACUERDA 2012-37-054 Declarar parcialmente con lugar la denuncia en contra de la Licda. Camacho Guzmán, previéndosele reintegrar la suma de ¢307.000, en el plazo de un mes a partir de la firmeza de este acuerdo, bien sea directamente a la señora Victoria Carballo González; mediante depósito en la Caja del Colegio o mediante depósito a la cuenta bancaria del Colegio de Abogados de Costa Rica, número 100-01-000-016872-4, del Banco Nacional de Costa Rica, debiendo en todos los casos aportar el respectivo comprobante. En caso de omisión se le impondrá tres meses de suspensión por haber incurrido en cobro excesivo de honorarios, de conformidad con establecido en el artículo 83 inciso d) del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho, que es el extremo mínimo que señalan los ordinales 85 inciso b) y 86, cuya sanción oscila entre los tres meses y hasta tres años, y exonerarla de haberle brindado a la denunciante una mala asesoría y negligencia en la tramitación de los procesos. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.- ASUNTOS BREVES:
9.2.1.- Expediente N°: 194-12 (1). Denunciada: Licda. Yelba María Mairena Bermúdez. Denunciante: De oficio (Unidad Especializada de Casación). 
SE ACUERDA 2012-37-055 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.2.- Expediente Nº: 229-08 (1). Denunciado: Lic. José Raúl Ugalde Xatruch. Denunciante: De oficio (Juzgado Civil II Circuito Judicial San José). 
SE ACUERDA 2012-37-056 Dar por cumplido el beneficio de ejecución condicional otorgado, ordenar el archivo del expediente y la inscripción en el registro de beneficiados. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.3.- Expediente N°: 502-12 (1). Denunciado: Lic. Pablo Rodríguez Solano. Denunciante: Walter Ismael Rojas Pérez. 
SE ACUERDA 2012-37-057 Rechazar de plano la denuncia en cuanto a la responsabilidad de inscripción de traspaso en el Registro Público de la escritura otorgada en el protocolo del notario Juan Antonio Vásquez Bendaña; y, ordenar la apertura del procedimiento en contra del licenciado Pablo Rodríguez Solano por recibir montos de dineros para determinado acto y no realizarlo, y no responder por montos de dinero entregados por el denunciante para la inscripción de un inmueble. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.4.- Expediente Nº: 516-02 (1). Denunciado: Lic. Ronald Durán Molina. Denunciante: Virgita Elizondo Vargas. 
SE ACUERDA 2012-37-058 Tener por cumplido el beneficio de ejecución condicional otorgado; ordenar el archivo del expediente y la inscripción en el registro de beneficiados, debiendo el Lic. Ronald Durán Molina informar lo pertinente a los usuarios, Defensoría y despachos en los que se apersonó como director judicial. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.5.- Expediente Nº: 553-12 (1). Denunciada: Licda. Rebeca Montero Vargas. Denunciante: Licda. Yolanda Ruiz Castillo. 
SE ACUERDA 2012-37-059 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.6.- Expediente Nº: 508-11 (1). Denunciado: Licda. Mayra Rojas Guzmán. Denunciante: De oficio (Juzgado Notarial). Conflicto de competencia. 
SE ACUERDA 2012-37-060 Declarar la incompetencia en razón de la materia y presentar ante la Sala Primera el conflicto de competencia. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.7.- Expediente Nº: 324-12 (2). Denunciado: Lic. Jorge Mario Marín Barquero. Denunciante: Juan Carlos Cerdas Espinoza y otros. 
SE ACUERDA 2012-37-061 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.8.- Expediente Nº: 784-11 (2). Denunciado: Lic. Alberto Solano Pacheco. Denunciante: Bernardo Fernández Monge. 
SE ACUERDA 2012-37-062 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.9.- Expediente Nº: 026-09 (2). Denunciado: Lic. Zudick Hernández Routman. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Pavas). 
SE ACUERDA 2012-37-063  dar por cumplido el beneficio de ejecución condicional otorgado, ordenar el archivo del expediente, dejar sin efecto la sanción impuesta y ordenar la inscripción en el registro de beneficiados. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.10.- Expediente Nº: 256-12 (2). Denunciados: Lic. Rafael Arturo Quirós Bustamante y Lic. Ignacio Miguel Beirute Gamboa. Denunciantes: Guillermo Moran Arrollo y Hugo Fernando Germana (Licda. Alejandra Quirós, apoderada especial). 
SE ACUERDA 2012-37-064  Acoger el desistimiento y archivar el expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.11.- Expediente Nº: 529-12 (3). Denunciado: Lic. Sergio Quirós Garófalo. Denunciante: Lic. Roberto Flores Monestel. 
SE ACUERDA 2012-37-065  Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.12.- Expediente Nº: 585-12 (3). Denunciado: Lic. Carlos Manuel Rivera Vargas. Denunciante: Miguel Miranda Sandí.  Rechazo de plano parcial. 
SE ACUERDA 2012-37-066 Rechazar de plano la denuncia por los hechos notariales e iniciar procedimiento por los hechos de abogacía. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.13.- Expediente Nº: 303-12 (3). Denunciado: Lic. Luis Enrique Alpízar Mora. Denunciante: Carlos Carballo Leiva. 
SE ACUERDA 2012-37-067 Rechazar de plano la denuncia, ordenar el archivo del expediente y testimoniar piezas al Ministerio Público al haber también recibos de dinero por procesos legales. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.14.- Expediente Nº: 377-12 (3). Denunciado: Lic. Carlos Quesada Elizondo. Denunciante: Hernán Corrales Valverde. 
SE ACUERDA 2012-37-068 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.15.- Expediente Nº: 348-08 (4). Denunciado: Lic. Osvaldo Antonio Villalta Campos. Denunciante: Victorino Morales Jiménez. 
SE ACUERDA 2012-37-069 Por no cumplir con las obligaciones adquiridas de labor social, se recomienda revocar al licenciado Villalta Campos el beneficio de ejecución condicional de la sanción y proceder con la ejecución de la sanción impuesta. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.16.- Expediente Nº: 326-12 (4). Denunciado: Lic. José Aníbal Cascante Soto. Denunciante: María Johanna Josepha Wielick (Hazel Barrantes Arroyo, apoderada). 
SE ACUERDA 2012-37-070 Rechazar el recurso de revocatoria y dar por agotada la vía administrativa. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.17.- Expediente Nº: 441-10 (4). Denunciado: Lic. Jorge Mario Marín Barquero. Denunciante: Ovidio Antonio Miranda Villegas. 
SE ACUERDA 2012-37-071 Rechazar por improcedente el recurso de apelación planteado por el denunciante. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.18.- Expediente Nº: 515-12 (4). Denunciado: Lic. Wady Flores Acuña. Denunciante: Ana Agüero Corrales. 
SE ACUERDA 2012-37-072 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.19.- Expediente Nº: 048-12 (4). Denunciado: Lic. Luis Jiménez Cascante. Denunciante: Lic. Greivin Fuentes Montoya, Fiscal de la Fiscalía Adjunta Segundo Circuito Judicial, Zona Sur Corredores. 
SE ACUERDA 2012-37-073  Homologar el acuerdo y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.20.- Expediente N°: 530-12 (4). Denunciada: Licda. Marilyn James Pinok. Denunciante: Iván Alfonso Aguilar Zúñiga. 
SE ACUERDA 2012-37-074 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.21.- Expediente Nº: 480-12 (4). Denunciado: Lic. Eduardo Jiménez Araya. Denunciante: Mireya Hernández Rodríguez. 
SE ACUERDA 2012-37-075 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.22.- Expediente Nº: 457-12 (4). Denunciado: Lic. Fernando Morera Solano. Denunciante: Alicia Campos Herrera. 
SE ACUERDA 2012-37-076 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.23.- Expediente Nº: 079-07 (6). Denunciado: Lic. Erick Martínez Trejos. Denunciante: De Oficio (Corte Suprema de Justicia). 
SE ACUERDA 2012-37-077 Tener por cumplido el beneficio de ejecución condicional otorgado al licenciado Erick Martínez Trejos, archivar el expediente y ordenar la inscripción en el registro de beneficiados. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.- ASUNTOS NUEVOS (PARA DAR TRÁMITE):

9.3.1.- Expediente N°: 717-11 (1). Denunciado: Lic. Alberto Castillo Barahona. Denunciante: Jeffrey Ramsdell Lasher. 

SE ACUERDA 2012-37-078 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.2.- Expediente N°: 138-12 (1). Denunciado: Lic. Eduardo Enrique Acuña Castro. Denunciante: Fair Trade, S.A. 

SE ACUERDA 2012-37-079 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.3.- Expediente N°: 651-11 (1). Denunciado: Lic. Carlos Rodríguez Rescia. Denunciante: Nelly Beatriz Bran Moreno. 

SE ACUERDA 2012-37-080 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.4.- Expediente N°: 813-11 (2). Denunciado: Lic. Ulises Dixon Morales. Denunciante: Juan Carlos Cháves López. 

SE ACUERDA 2012-37-081 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.5.- Expediente N°: 508-12 (2). Denunciado: Lic. Edgar Echegaray Castellanos. Denunciante: Dagoberto Mena Godínez. 

SE ACUERDA 2012-37-082 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.6.- Expediente N°: 492-12 (2). Denunciado: Lic. Juan Francisco Loría González. Denunciante: Juan Rafael Chaves Corrales. 

SE ACUERDA 2012-37-083 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.7.- Expediente N°: 540-12 (4). Denunciado: Lic. Gustavo Koutsouris Canales. Denunciante: Julia Álvarez Barquero. 

SE ACUERDA 2012-37-084 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.8.- Expediente N°: 561-12 (4). Denunciado: Lic. Randall Humberto Tamayo Oconitrillo. Denunciante: Teresa María González Rojas. 
SE ACUERDA 2012-37-085 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.9.- Expediente N°: 556-12 (4). Denunciado: Lic. Marco Antonio Vargas Valverde. Denunciante: Seidy Yorleny Quijano Meza. 

SE ACUERDA 2012-37-086 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.10.- Expediente N°: 434-12 (4). Denunciado: Lic. Luis Diego Campos Batista. Denunciante: Damián Marín Cerdas. 

SE ACUERDA 2012-37-087 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.11.- Expediente N°: 571-12 (4). Denunciada: Licda. Magda González Salas. Denunciante: Rodolfo Morales Morales. 

SE ACUERDA 2012-37-088 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
9.3.12.- Expediente N°: 531-12 (6). Denunciado: Lic. Ángel Garro Camacho. Denunciante: Hugo Alfredo Vega Mejías. 

SE ACUERDA 2012-37-089 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Seis votos. Responsable: Fiscalía.
Al ser las veinte horas con veintidós minutos se da por finalizada la sesión.
     Dr. Gary Amador Badilla     
                               Licda. Rosibel Jara Velásquez
                Presidente                                                                      Secretaria
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